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Resumen 
 
 
El objetivo de esta investigación consiste en determinar si existen mecanismos legales 
mediante los que atribuir responsabilidad al Estado español por los actos ilícitos que 
puedan cometer las empresas de seguridad privada que prestan servicios a bordo de 
buques españoles que navegan por aguas consideradas peligrosas. Para ello se hace un 
análisis genérico de las EMSP y del concepto de piratería -así como del estado de esta 
en diferentes zonas del planeta- y se hace un repaso por las iniciativas que intentan 
regular la actividad de las EMSP. De este modo se ha realizado un trabajo descriptivo y 
comprensivo del objeto del estudio, de carácter marcadamente jurídico, en el que se ha 
realizado un análisis teórico-práctico de diversos documentos emanados de diversas 
organizaciones internacionales, de la legislación española relativa a la materia y de la 
doctrina existente sobre el fenómeno de las empresas militares y de seguridad privada.  
 
Mediante este estudio se ha llegado a la conclusión de que aunque la prestación de 
servicios de antipiratería no es el negocio más lucrativo para este tipo de empresas, el 
hecho de que en muchos casos las EMSP prestan sus servicios equipados con armas de 
fuego, hacen que la regulación y supervisión de sus actividades sea una cuestión crucial 
que hasta el momento solo ha dado lugar a iniciativas reguladoras sin valor 
jurídicamente vinculante. Por otro lado, en materia de responsabilidad, si bien resultaría 
viable, en un futuro, exigir al Estado español responsabilidad por los actos 
internacionalmente ilícitos cometidos en relación con la actividad de dichas empresas de 
seguridad para proteger embarcaciones, se hace patente la necesidad de ahondar en el 
grado de diligencia que la Sociedad Internacional puede exigir al Estado en la cesión del 
uso de la fuerza; así como  para la protección de los Derechos Humanos.  
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Glosario 
 
 
ASEAN Asociación de Naciones del Sudeste Asiático. 
CDI  Comisión de Derecho Internacional. 
CE Constitución Española. 
CEDH Convenio Europeo de Derechos Humanos. 
CICR Comité Internacional de la Cruz Roja.  
ECOWAS Comunidad Económica de Estados de África Occidental.  
EMSP  Empresas militares y de seguridad privada. 
ESPEBE Empresas que prestan servicios de seguridad privada embarcadas en 
buques españoles. 
ICAE Intervención Central de Armas y Explosivos de la Guardia Civil. 
ICOC  Código de Conducta Internacional para Proveedores de Servicios  
  de Seguridad Privada.  
JICA   Agencia de Cooperación Internacional Japonesa. 
OMI  Organización Marítima Internacional. 
OTAN   Organización del Tratado del Atlántico Norte. 
OUA Organización para la Unión Africana. 
PIDCP Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
PIDESC Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales. 
ReCAAP Acuerdo de Cooperación Regional para la lucha contra la piratería y el 
robo a mano armada de buques en Asia. 
RMSI  Iniciativa para la Seguridad Marítima Regional. 
TIDM Tribunal Internacional de Derecho del Mar. 
TIJ Tribunal Internacional de Justicia o Corte Internacional de Justicia.  
TPIY Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia.  
TTEG  Grupo de Expertos Técnicos. 
UNCTAD Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Comercio y el Desarrollo. 
UNDOC Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y la Delincuencia. 
UE  Unión Europea. 
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1. Introducción 
 
 
En 2008, ante el incremento de secuestros de embarcaciones que se producían en aguas 
próximas a la costa de Somalia, el Consejo de Seguridad  aprobase la resolución 1816 
(2008). Mediante la misma se autorizó a los Estados (previo aviso al Gobierno Federal 
de Transición de Somalia) a hacer uso, en aguas territoriales de Somalia, de todos los 
medios necesarios para reprimir los actos de piratería y robo a mano armada1. A raíz de 
esta resolución, cuyas medidas aún  hoy siguen vigentes, se produjo el despliegue de 
diversas misiones para luchar contra la piratería en la zona2.   
 
De manera más concreta, en España, después de que el 3 de octubre de 2009 el pesquero 
español `Alakrana´ fuese secuestrado mientras faenaba en aguas próxima a las costas 
somalíes, se aprobó el Real Decreto 1628/2009, de 30 de octubre, que modificó el 
Reglamento de Seguridad Privada y la Orden PRE/2914/2009, de 30 de octubre, de 
desarrollo de lo dispuesto en el citado reglamento. Estas normas hacen referencia a “la 
prestación de los servicios de seguridad con armas de guerra, por vigilantes de 
seguridad en buques mercantes y buques pesqueros que naveguen bajo bandera 
española en aguas en las que exista grave riesgo para la seguridad de las personas o 
de los bienes, o para ambos”. Esta fórmula hace posible el uso de empresas de 
seguridad privada – también conocidas por el acrónimo de EMSP3-  y armamento para 
evitar los actos de piratería en las aguas próximas a Somalia, pero a su vez deja abierta 
la puerta para que dichas labores puedan ser llevadas a cabo en cualesquiera aguas 
consideradas peligrosas.  
 
Como se pone de manifiesto en este trabajo, la actividad de este tipo de empresas no 
está prohibida por el derecho internacional, pero ello no implica que su existencia y 
                                                          
1
 S/RES/1816 (2008), par.7. 
2
 Como son las misiones internacionales Ocean Shield (OTAN), Atalanta (UE), Combined Task Force 
150, Combined Task Force 151, Enduring Freedom – Horn of Africa y las misiones independientes de 
China, India, Irán, Japón, Malasia y Rusia.  
3
 Doctrinalmente se ha establecido una clasificación de las EMSP que sitúa por un lado a las empresas 
que prestan actividades militares, y por el otro a las que ofrecen servicios de seguridad. 
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actuación no lleve aparejados numerosos recelos4, lo cual ha dado lugar a numerosos 
debates y estudios al respecto. No hay que olvidar que históricamente, uno de los 
elementos que caracterizan al Estado es el monopolio de la fuerza, estando aparejando 
este uso a la  idea de soberanía, que a su vez se materializa en la existencia de un 
ejército profesional y permanente. Sin embargo, esta afirmación que se tenía por 
absoluta está tambaleándose en la medida en que se está produciendo una especie de 
proceso de privatización del monopolio del uso de la fuerza en favor de las EMSP a raíz 
de que los propios Estados estén recurriendo a ellas para ejercer tal competencia, 
incluso en la esfera internacional. No hay que olvidar que si bien se trata de empresas 
privadas, las funciones que llevan a cabo son intrínsecas al concepto de Estado y por 
tanto este debe ser responsable del uso de la fuerza que se haga. De lo contrario nos 
hallaríamos en una situación en la que el concepto de `Estado´ sería otro distinto al 
empleado hasta el momento.  
  
Si bien la mayoría de los estudios realizados sobre las EMSP giran entorno a su uso en 
guerras y campañas militares -como por ejemplo en la Guerra de Irak- el objeto de este 
trabajo es analizar un tipo concreto de EMSP, aquellas que brindan servicios de 
seguridad en buques de pabellón español con el objetivo de evitar la comisión de actos 
delictivos propios del crimen de piratería (resulta preciso aclarar que, a partir de este 
momento, cuando se haga referencia a dichas empresas en cuestión, se usará el 
acrónimo ESPEBE). En concreto, este estudio trata las cuestiones relativas a los 
conceptos de EMSP y piratería. También se hace un repaso por las iniciativas que 
intentan regular la actividad de las EMSP. No obstante la cuestión principal que se 
tratará en las páginas siguientes se refiere a la responsabilidad del Estado y a los efectos 
que, sobre esta, tienen los actos que las ESPEBE realizan en el marco de aquellas 
situaciones en las que la competencia en hacer uso de la fuerza les ha sido cedida. Así 
pues, el objetivo principal de esta investigación consiste en determinar si existen 
mecanismos legales mediante los que atribuir responsabilidad al Estado español tras 
autorizar a las ESPEBE a hacer uso de la fuerza en situaciones de lucha contra la 
piratería marítima y el robo en el mar.   
 
                                                          
4
 Sobre los pros y los contras de las EMSP ver LABOIRE IGLESIAS, Mario Ángel;  La privatización de 
la Seguridad, las empresas militares y de seguridad privadas el entorno estratégico actual, UNED, 2011. 
pp. 19-159. 
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La relevancia de estas cuestiones se halla en que actualmente puede considerarse que 
existe una laguna jurídica debida al hecho de que las empresas carecen de subjetividad 
internacional y por lo tanto no pueden considerarse actores en las relaciones 
internacionales, lo cual hace imposible reclamar su responsabilidad internacional de 
manera directa –si no es sujeto de derecho internacional, no tiene obligaciones 
internacionales. Si se demostrarse que la cesión de competencias propias del Estado -
que deberían ser prestados mediante ejércitos regulares- hace posible eludir 
responsabilidad que pueda derivarse de la comisión de ilícitos internacionales en los que 
pudiesen incurrir estas empresas,  conllevaría una pérdida de responsabilidad en una 
cuestión tan relevante en la Sociedad Internacional como el mantenimiento de la 
seguridad internacional. Consecuentemente, se estaría permitiendo la actuación impune 
de estas empresas y los Estados podrían ver reducidas sus obligaciones internacionales, 
lo cual  comportaría un importante retroceso, e incluso inhabilitación, de diversas 
normas internacionales, retrotrayendo el derecho internacional público a situaciones 
propias de principios del siglo XX.  
 
Para el desarrollo de este trabajo, se ha adoptado un enfoque metodológico de carácter 
teórico. De este modo se han recopilado los aspectos más relevantes analizados por la 
doctrina y se han contrapuesto diferentes opiniones para tratar de hallar una visión 
mayoritaria al respecto. Así mismo la investigación ha sido hecha sobre la base de la 
teoría general de la responsabilidad del Estado y mediante la recopilación de datos de 
los diversos documentos emanados de los órganos de diversas organizaciones 
internacionales y del Estado Español. Por ello, lo que aquí se presenta es un trabajo de 
carácter descriptivo y comprensivo del objeto del estudio, desde una perspectiva 
eminentemente jurídica.  
 
Para la realización de este trabajo se han empleado numerosas fuentes primarias de 
información. De igual modo se ha hecho uso de la bibliografía existente sobre la materia 
obtenida a través de diversas bases de datos on-line como Dialnet, vLex y Noticias 
Jurídicas, así como de las bibliotecas de la Facultad de Derecho de la Universidad de 
Barcelona,  del Graduate Institute de Ginebra y la biblioteca de la Oficia de Naciones 
Unidas en Ginebra. Para acceder a estas últimas ha sido muy importante el apoyo 
recibido de la Secretària d’Afers Exteriors i de la Unió Europea del Departament de 
Presidència de la Generalitat de Catalunya a través de la Beca Canigó para la 
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realización de prácticas en organizaciones internacionales.  Gracias a esta beca también 
ha sido posible la realización de entrevistas personales a diversos funcionarios del 
sistema de Naciones Unidas.  
 
En el presente trabajo en primer lugar se plantea la problemática existente a través de la 
conceptualización de las EMSP y la explicación breve de su origen y evolución 
(apartado 2.1). Para completar el planteamiento, se trata el fenómeno de la piratería 
marítima (apartado 2.2). Concretamente se expone el estado en que esta se encuentra a 
través de su evolución en los últimos años haciendo un análisis de su situación en 
diferentes zonas del planeta en función de los datos obtenidos por la Organización 
Marítima Internacional (en adelante `OMI´). Estas regiones son el Estrecho de Malaca, 
el Mar de la China, África oriental y Océano Indico y África occidental. Así mismo se 
hace una explicación de las medidas que deben adoptarse en la represión de la piratería. 
El apartado 2 concluye con la puesta en relación de las EMSP y la piratería.  
Seguidamente, se analizan las diferentes iniciativas reguladoras de la actividad de las 
EMSP, ya sean de carácter intergubernamental– como es el caso del Documento de 
Montreux y el proyecto de posible Convención sobre las Empresas Militares y de 
Seguridad Privada- , como la autorregulación existente del sector a través del Código de 
Conducta Internacional (apartado 3). En este último punto se aprovecha la oportunidad 
para hacer una breve mención a la naturaleza jurídica de los códigos de conducta. La 
última parte del cuerpo de este trabajo se centra en la responsabilidad internacional del 
Estado por actos de las EMSP. Para su tratamiento se ha seguido el esquema de los 
artículos Proyecto de la Comisión de Derecho Internacional sobre Responsabilidad del 
Estado por hechos internacionalmente ilícitos. De este modo, la cuestión de la 
responsabilidad se divide en dos apartados, estando dedicado el primero de ellos  a la 
posibilidad de atribuir al Estado español los comportamientos de las ESPEBE (apartado 
4); mientras que el segundo se centra en la identificación de las obligaciones de derecho 
internacional que podrían estar siendo violadas actualmente, o podrían serlo en un 
futuro, como consecuencia de las actividades de las ESPEBE (apartado 5). De esta 
manera, en el apartado 4 se sopesa la posibilidad de atribuir responsabilidad al Estado 
Español intentando concebir a estas empresas como parte dl organigrama estatal, el 
reconocimiento unilateral de los actos como propios y mediante el criterio de la 
atribución del comportamiento de los particulares al Estado. Este último criterio se 
divide en tres supuestos referentes a: 
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• Los casos en que los particulares actúan ejerciendo atribuciones propias del 
poder público mediante habilitación legal para su realización -para ello se 
analizan cada uno de los requisitos necesarios para que pueda considerarse que 
la actividad responde a tal mandato, es decir, la atribución del poder público, la 
existencia de vinculación de iure y la actuación en ejercicio de las citadas 
atribuciones-.  
• La posibilidad de considerar que las ESPEBE actúan de facto bajo el control del 
Estado español, para lo que se examina la regulación española existente que 
resulta aplicable a la actividad de las ESPEBE y la existencia de una relación de 
superior-subordinado entre el Estado Español y las ESPEBE.  
• La actuación en ausencia o defecto de las autoridades oficiales y su aplicabilidad 
en el caso de las ESPEBE. 
 
En el apartado 5, se consideran como posibles obligaciones de derecho internacional 
que podrían estar siendo violadas, o podrían serlo, como consecuencia de las actividades 
de las ESPEBE, el mercenariado – razón por la que se procede a una identificación de la 
prohibición del mercenariado y su correspondencia con las EMSP, en general-  la 
prohibición del uso de la fuerza y las violaciones de derechos humanos – estudiando los 
derechos humanos que podrían estar afectados y la obligación del Estado de garantizar 
su protección en alta mar-.  
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2. Planteamiento del problema: empresas militares y de seguridad 
privada y piratería. 
 
 
Como se ha plasmado en las páginas anteriores, los elementos principales de los 
supuestos que centran el objeto de este trabajo son dos: las empresas militares y de 
seguridad privada (en adelante EMSP) y la piratería marítima. Siendo así, el presente 
apartado pretende dar una visión general de estos dos fenómenos y su estado actual.  
Por este motivo, en primer lugar se tratará el fenómeno de las EMSP, definiendo qué 
son y cuáles son sus características así como una pequeña evolución histórica de las 
mismas. Seguidamente se tratará en mayor profundidad la cuestión relativa a la piratería 
marítima acotando el significado de dicho término y analizando la situación en la que se 
encuentra en la actualidad en base a los casos acontecidos en los últimos años. Así 
mismo se procederá a describir cuáles son las actuaciones que deben llevarse a cabo 
para evitar y reprimir esta clase de ataques. Finalmente,  se pondrán en relación estos 
dos conceptos (EMSP y piratería), para conocer el papel que este tipo de empresas juega 
a la hora de prevenir dicho tipo de actos. 
 
 
2.1. El concepto de `empresa militar y de seguridad privada´. 
 
LABOIRE IGLESIAS define a las empresas militares y de seguridad privada como: 
 
“...entidades mercantiles, con ánimo de lucro y legalmente establecidas; [que] 
proporcionan, de forma abierta y mediante contrato, servicios ligados, directa o 
indirectamente, al uso de la fuerza armada a un número amplio de clientes, tanto de 
carácter público como privado; [y que] operan en áreas de conflicto armado o inestables 
en las cuales la acción del Gobierno responsable no está garantizada o es inexistente.”5 
 
Su aparición deriva del proceso de privatización que sufrieron los servicios públicos 
como la educación, la sanidad, el suministro del agua y la electricidad, y que incluyó 
                                                          
5LABOIRE IGLESIAS, Mario Ángel;  La privatización de la Seguridad,… op. cit., p. 68. Para elaborar 
esta definición LABOIRE IGLESIAS analizó las definiciones de EMSP dadas por el Centro para el 
Control Democrático de las Fuerzas Armadas (DCAF), por O´BRIEN, SPICER y SINGER. Véase  La 
privatización de … op. cit, pp. 65 -69. 
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también el uso de la fuerza tanto en combate como en la protección y custodia de 
infraestructuras y personas pertenecientes al aparato del Estado y/o a corporaciones 
privadas. Aunque las que podrían considerarse como las primeras EMSP se 
constituyeron en 1931 -en el caso de la estadounidense Vinnell Corporation- y 1967 -
respecto a la británica Watchguard International-, los antecedentes más remotos pueden 
hallarse en las diversas Compañías de Indias surgidas en las metrópolis europeas 
durante los siglos XVI y XVII, las cuales estaban facultadas para ejercer diversos 
poderes soberanos.6 Sin embargo, el auge y la expansión de este tipo de empresas data 
de mediados de la década de 1970.7 Hasta ese momento, las EMSP se encargaban de lo 
que ha sido denominado como `servicios secundarios´, es decir, no tenían un rol activo 
en los conflictos armados sino que más bien prestaban apoyo a otra serie de actividades 
que podrían considerarse de carácter principal, mediante la prestación de servicios de 
protección y vigilancia de personas e instalaciones o meras tareas de mantenimiento y 
logística. 
 
Como ya se ha dicho, a mediados de los años 70 las EMSP sufren una modificación 
para adaptarse a las nuevas necesidades de sus clientes, lo que da lugar al surgimiento 
de nuevas empresas, las cuales empiezan a desarrollar su actividad de una manera 
mucho más explícita, dotándose para ello de una fuerte estructura corporativa y 
abandonando parte del secretismo que existía hasta el momento.8 Pese a ello, en la 
actualidad, los contratos entorno a estas empresas siguen estando fuertemente 
protegidos mediante cláusulas de confidencialidad.  
 
Sin embargo, es a partir de 2001, tras los ataques terroristas en Nueva York y 
posteriormente en Madrid y Londres, cuando se produce un significativo aumento en el 
número de empresas pertenecientes a este sector. Así mismo, el fenómeno de las EMSP 
adquiere una nueva dimensión también en cuanto a las características de estas nuevas 
empresas, las cuales intentan desmarcarse de la figura del mercenario y pretenden dotar 
sus actividades de legitimidad y legalidad.9 
 
                                                          
6
 Véase WHITE, Nigel D. and MACLEOD, Sorcha;  “EU operations and private military contractors: 
issues of corporate and institutional responsibility”, The European Journal of International Law, Vol. 19, 
Núm. 5, 2008, p. 969 y; KONSTAM, A.; Piracy: The Complet History, Osprey, Oxford, 2008, p. 250. 
7
 Véase LABOIRE IGLESIAS, Mario Ángel;  La privatización de … op. cit, pp 100 -101. 
8
 Ibíd. pp. 102-103. 
9
 Ibíd. pp. 110-115. 
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Sin lugar a dudas, el auge de estas empresas viene relacionado con la gran capacidad 
que tienen para adaptarse a las necesidades de sus clientes y por su flexibilidad a la hora 
de llevar a cabo su actividad. Además, en numerosas ocasiones, se encuentran en 
condiciones de prestar sus servicios con un nivel de especialización superior al de los 
ejércitos nacionales10 y su despliegue resulta mucho más rápido y económico.11 Este 
factor ha llamado la atención de clientes de manera especial puesto que los Estados 
también se sienten atraídos por la posibilidad de limitar -o incluso evadir- las 
responsabilidades que el uso de la fuerza pueda acarrear. Este es a su vez, el principal 
inconveniente de las EMSP; su falta de transparencia y la limitación o la ausencia de 
responsabilidad de sus actos. Pocos Estados disponen de una legislación específica en 
materia de EMSP, a lo que debe sumársele el hecho de que la responsabilidad del 
cliente se limita al contenido del contrato firmado con la empresa. Ello ha llevado a que 
no sean pocos los casos de abuso relacionados con el uso indiscriminado de la fuerza, la 
trata y explotación de personas y la violación de diversos derechos humanos.12  
 
Sin embargo, pese a que mediante su contratación ciertos actores pretendan eludir su 
responsabilidad internacional, por el momento el Derecho internacional no prohíbe de 
manera específica la contratación de servicios a las EMSP13. 
 
 
2.2. La piratería marítima: visión actual. 
 
2.2.1. El concepto de `piratería´. 
 
La Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre de 
1982 acoge en su artículo 101 una definición de piratería que toma como referencia la 
definición dada en la Convención de Ginebra sobre Alta Mar de 1958, la cual a su vez 
se inspira en El Proyecto de Convención sobre la Piratería de 1932 elaborado por la 
                                                          
10
 De hecho, el Departamento de Defensa de EEUU ya conclyó que no resulta rentable la formación de 
personal militar para el manejo de determinados sistemas, que han pasado a ser responsabilidad de las 
EMSP. Ver POZO SERRANO, Pilar: “El uso de compañías militares privadas en el contexto de 
contrainsurgencia: problemas de legitimidad contractual y gestión”. Athenea Intelligence Journal, Vol. 2, 
Núm. 4, 2007, pp. 225-237. 
11
 Véase LABOIRE IGLESIAS, Mario Ángel;  La privatización de … op. cit, pp. 119-125. 
12
 Ibíd. pp. 125-129. 
13
  Esto es así debido al hecho de que las EMSP no encajan en la definición de `mercenario´ tal y como se 
desarrolla en el apartado 5.1 del presente trabajo. Pese a ello existe un gran debate entorno ha si debería 
modificarse dicha definición para dar cabida a este tipo de empresas en la misma.  
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Universidad de Harvard14. En su artículo 101 considera actos de piratería “todo acto 
ilegal de violencia o de detención o todo acto de depredación cometidos con un 
propósito personal por la tripulación o los pasajeros de un buque privado o de una 
aeronave privada” dirigidos contra buques o aeronaves o contra las personas o bienes a 
bordo de los mismos, “en alta mar”15 o “en un lugar no sometido a la jurisdicción de 
ningún Estado”.16 
 
A tenor de esta definición cabe hacer diversas especificaciones. Las dos primeras, como 
señala IBÁÑEZ GÓMEZ, hacen referencia a que el artículo101 está “excluyendo los 
[actos] cometidos por aeronaves o buques militares […]  Así pues, solo existe piratería 
si un buque o una aeronave privados atacan a otro. La segunda idea es la aplicación 
del término “ilegal”, de lo que parece deducirse que  existen actos legales de violencia 
que pueden ocurrir en alta mar, por ejemplo, la actividad militar de navíos rivales en 
una guerra civil.”17 En tercer lugar, si bien la definición de piratería solo hace 
referencia a los actos cometidos en alta mar, la represión de la piratería incluye la Zona 
Económica Exclusiva mediante la habilitación de la aplicación de los artículos 88 a 115 
de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, tal y como se 
establece en el artículo 58.2 de la misma.  
 
 
2.2.2. El fenómeno de la piratería marítima en los últimos años.  
 
En la última década se ha producido un incremento importante de los ataques a buques, 
en particular en la zona del Golfo de Adén y el Océano Indico, afectando a las 
principales rutas de navegación y poniendo en peligro la vida de las personas 
embarcadas en los buques asaltados. A modo, el Informe de la Organización Marítima 
Internacional (IMO) de 2009 señaló que el aumento de los actos de piratería, con 
respecto al año 2008, fue de un 24.6%.18 Durante los años posteriores, hasta 2011 la 
mayor parte de los ataques de piratería y robo a mano armada de embarcaciones se 
                                                          
14
 HARVARD RESEARCH ON INTERNATIONAL LAW, “Draft Convention on Piracy”, American 
Journal of International Law, Núm. 26, 1932. 
15
 Art 101.a.i 
16
 Art 101.a.ii 
17
 IBÁÑEZ GÓMEZ, Fernando; “Obstáculos legales a la represión de la piratería marítima: el caso de 
Somalia”, Revista CIDOB d'Afers Internacionals, Núm. 99, 2012, pp. 161. 
18
 INTERNATIONAL MARITIME ORGANIZATION, Reports on acts of piracy and armed robbery 
against ships. Annual report – 2009, MSC.4/Circ. 152, 29 March 2010, par. 5. 
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centraban en las aguas del Este de África, sin embargo, en 2012 dicha tendencia cambia. 
Hasta ese año más de un tercio del total de actos de piratería y robo a mano armada se 
habían registrado en el Este de África19, pero ese año tan solo representaría el 17’89%20. 
Como puede apreciarse en la siguiente tabla, ese año, el Mar de la China Meridional 
pasó a ser el área que concentraba un mayor número de ataques, y en consecuencia, la 
zona que entrañaba un mayor riesgo para la navegación.  Durante 2013 la peligrosidad 
del Mar de la China Meridional siguió en aumento  mientras que el Este de África pasó 
a ser la tercera región con mayor número de ataques. 
 
 
 
 
 
 
21
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Aunque la IMO no ha hecho público aún el informe anual referente al año 2014, los 
informes mensuales de ese año - cuyos datos se encuentran reflejados en los gráficos 
siguientes- muestran esta misma tendencia a la reducción de los ataques en aguas del 
Este de África, mientras que el Mar de la China Meridional sigue concentrando el 
                                                          
19
 El 45’32% en 2009, el 37’13% en 2010 y el 40’99% en 2011 según el anexo 2 de los respectivos 
informes de la IMO. 
20
 IMO, doc. cit., 2012, anexo 2. 
21
 IMO, doc. cit., 2013, anexo 4. 
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mayor número de ataques, seguido por el Estrecho de Malaca, el Océano Indico y el 
Oeste de África.22 
 
 
                                                          
22
 De enero a noviembre de 2014. El informe correspondiente a  diciembre no se encuentra publicado en 
su página web oficial de la IMO (http://www.imo.org/OurWork/Security/PiracyArmedRobbery/Reports/ 
Pages/Default.aspx). Información obtenida de IMO, Reports on acts of piracy and armed robbery against 
ships. Issued monthly – Acts reported during January 2014, MSC.4/Circ.206, 7 March 2014; IMO, 
Reports on acts of piracy and armed robbery against ships. Issued monthly – Acts reported during 
February 2014, MSC.4/Circ.207, 12 May 2014; IMO, Reports on acts of piracy and armed robbery 
against ships. Issued monthly – Acts reported during March 2014, MSC.4/Circ.209, 29 May 2014;IMO, 
Reports on acts of piracy and armed robbery against ships. Issued monthly – Acts reported during April 
2014, MSC.4/Circ.210, 29 May 2014; IMO, Reports on acts of piracy and armed robbery against ships. 
Issued monthly – Acts reported during May 2014, MSC.4/Circ.211, 12 November 2014; IMO, Reports on 
acts of piracy and armed robbery against ships. Issued monthly – Acts reported during June 2014, 
MSC.4/Circ.212, 12 November 2014; IMO, Reports on acts of piracy and armed robbery against ships. 
Issued monthly – Acts reported during July2014, MSC.4/Circ.213, 12 November 2014; IMO, Reports on 
acts of piracy and armed robbery against ships. Issued monthly – Acts reported during August 2014, 
MSC.4/Circ.214, 12 November 2014; IMO, Reports on acts of piracy and armed robbery against ships. 
Issued monthly – Acts reported during September 2014, MSC.4/Circ.215, 12 November 2014; IMO, 
Reports on acts of piracy and armed robbery against ships. Issued monthly – Acts reported during 
October 2014, MSC.4/Circ.216, 14 November 2014; y IMO, Reports on acts of piracy and armed 
robbery against ships. Issued monthly – Acts reported during November 2014, MSC.4/Circ.217, 12 
December 2014. 
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Estos datos resultan aún más significativos al poner en relación el número de ataques 
consumados y aquellos que fueron frustrados. Hasta 2011 el total de casos consumados 
en todo el mundo era bastante similar al de los casos que se lograban frustrar,23 pero en 
2012 la tendencia cambió y el número de ataques consumados empezó a ser superior al 
de los frustrados – en 2012 la correlación fue casi de 2 ataques consumados por cada 
uno que se lograba frustrar, concretamente los datos hacen referencia a 226 ataques 
                                                          
23
 En 2009 se consumaron 210 ataques y se frustraron 196 (IMO, Annual Report  on acts of piracy and 
armed robbery against ships, 2009, anexo 2). En 2010, 276 ataques fueron consumados y 213 resultaron 
frustrados (IMO, Annual Report on acts of piracy and armed robbery against ships, 2010, anexo 2). Y en 
2011 se consumaron 270 y se frustraron 274 (IMO, Annual Report  on acts of piracy and armed robbery 
against ships 2011, anexo 2).  
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consumados frente a 115 frustrados-.24 En 2013 la proporcionalidad fue totalmente 
inversa de modo que, de 298 ataques registrados, tan solo 53 fueron frustrados, por lo 
que 245 se consumaron.25 Ese año en el Este de África la relación fue de 12 frustrados 
frente a 8 consumados, pero sin embargo en el Mar de la China Meridional la relación 
fue 10 a 132 y en el Oeste de África 20 a 3426. De esta manera queda patente que esta 
situación afecte a amplias zonas marítimas y a personas y embarcaciones provenientes 
de todo el mundo. Este hecho sumado a  la imposibilidad de que, en muchos casos,  los 
Estados de las costas afectadas sean capaces de prevenir tales ataques, hizo necesaria 
una respuesta de la comunidad internacional.  
 
Uno de los factores que explican el elevado número de barcos que han sido objeto de 
ataque tiene que ver con el hecho de que el volumen de navegación de la zona donde se 
producen los ataques es también muy elevado. En un mundo globalizado, la necesidad 
de obtención de productos al mejor precio conlleva que se no solo se opte por el 
transporte marítimo – que a diferencia del transporte aéreo, por carretera o el 
ferroviario, permite transportar grandes cantidades de mercancías a un coste menor -  
sino que también se busquen las rutas más económicas en el trasporte de mercancías, es 
decir, las que permiten acortar al máximo el recorrido a seguir. En este sentido juegan 
un papel fundamental los estrechos y canales de navegación intercontinental. Como 
puede verse en el siguiente mapa, todas las zonas listadas por la OMI como lugares 
donde se producen ataques piratas o asaltos a mano armada, coinciden con rutas de 
navegación con un alto volumen de tránsito. 27 
                                                          
24
 IMO, Annual Report on acts of piracy and armed robbery against ships 2012, anexo 2. 
25
 IMO, doc. cit., 2013, anexo 2. 
26
 Ibíd. 
27
 En el siguiente mapa se muestran las zonas con mayor tránsito marítimo. Fuente: National Centre for 
Ecological Analysis and Synthesis, A Global Map of Human Impacts to Marine Ecosystem. 
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Pero sin embargo, no puede afirmarse que entre el número de ataques y el volumen de 
transito exista una relación proporcional. De hecho, el número de ataques en el Océano 
Atlántico es insignificante teniendo en cuenta el flujo de embarcaciones que aglutina, y 
en el caso del Océano Pacífico, ni siquiera viene listado por la OMI. En cambio, por lo 
general puede observarse cómo los lugares donde se llevan a cabo actos de piratería y 
robo a mano armada se corresponden a zonas donde los países costeros sufren en gran 
medida de inestabilidad política y la situación de la población suele ser bastante 
precaria. Esto se explica por dos razones. En primer lugar porque los Estados no 
disponen de recursos suficientes para hacer frente a este fenómeno en aumento. De 
hecho, en 1999 la propia OMI achacó el nuevo auge de la piratería en aquellos 
momentos a la desaparición de los buques de las antiguas metrópolis que frecuentaban 
las aguas del estrecho de Malaca y el Mar de la China durante la época colonial y la 
guerra fría.28 En segundo lugar en los Estados costeros, debido a la escasez de recursos, 
la población llega a percibir la piratería como un medio de subsistencia que merece ser 
respaldado, protegido, e incluso ejercido directamente.29 
 
Otro factor que debe ser tenido en cuenta es el fenómeno de los pabellones de 
conveniencia y la ausencia de la presión diplomática de la que estas banderas gozan en 
comparación con la de los Estados desarrollados pueden ejercer, incluso de manera 
psicológica, sobre los Estados que dan cobijo a los piratas. Ello no quita que este factor 
resulte irrelevante en algunos casos como por ejemplo el hecho de que durante el auge 
de la piratería en aguas próximas a Somalia, corriese el rumor de que los piratas 
buscaban objetivos con pabellón español porque era de sobras conocido que los 
españoles pagaban el rescate30.  
 
                                                          
28
 COMA FORCADELL, Marta; La nueva piratería en las diferentes costas del tercer mundo y su 
incidencia en el comercio marítimo internacional, Universitat Politècnica de Catalunya, Barcelona, 2009, 
p. 8. 
29
 En algunos casos podría plantearse la responsabilidad internacional del Estado costeros de las zonas 
donde se producen los ataques piratas por  incumplimiento de la `responsabilidad de proteger´, Para más 
información sobre este concepto véase AÑAÑOS MEZA, María-Cecilia; “La `responsabilidad de 
proteger´ en Naciones Unidas y la doctrina de la `responsabilidad de proteger´”, UNISCI Discussion 
Papers, Nº 21, 2009. 
30
  BLANCO, Patricia R.; “España y Europa pagan rescates por los secuestros pero no lo reconocen”, El 
País, 22 de agosto, 2014. Disponible en 
http://internacional.elpais.com/internacional/2014/08/22/actualidad/1408732262_324363.html 
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Así mismo, la tecnología también resulta ser un elemento que juega un doble papel a 
favor y en contra de los buques. Por un lado, el desarrollo tecnológico aplicado a las 
embarcaciones hace posible reducir el número de tripulantes a bordo razón por la cual 
no es raro observar como embarcaciones de entre 200 y 300 metros de eslora cuentan 
con una tripulación de apenas 15 o 20 miembros31, por lo que su capacidad de reacción 
y defensa cuando se produce un abordaje por 10 individuos armados es muy reducida. 
Además, la tecnología de posicionamiento y geolocalización que los buques están 
obligados a utilizar una vez salen de puerto - conocida como Automatic Identification 
System (AIS)-32, es también un arma de doble filo puesto que el acceso a la información 
que este sistema brinda es sumamente fácil de adquirir y puede ser empleada por los 
piratas como herramienta para definir sus objetivos.33 
 
En cuanto al modus operandi de los piratas, si bien en los supuestos en los que se trata 
de tramas de crimen organizado o personal casi militar, los ataques pueden producirse a 
plena luz del día, por lo general lo más frecuente es que los asaltos se produzcan de 
madrugada, entre las 01:00 y las 06:00.34 Generalmente, los piratas utilizan 
embarcaciones pequeñas para aproximarse a los buques por la proa o la popa, para 
posteriormente lanzar a la cubierta cabos con garfios a los extremos y proceder así al 
abordaje propiamente dicho.35 Los atacantes suelen llevar cuchillos y machetes, además 
de armas de fuego, que usan para intimidar a la tripulación, aunque ello no quita que 
estén preparados para hacer uso de ellos sin vacilación en el supuesto de que las 
circunstancias lo requieran.36  
                                                          
31
 José Antonio GONZÁLEZ GARCIA, propietario de empresas de remolcadores con experiencia en la 
marina mercante desde 1982, entrevista personal, 24 de abril de 2015. 
32
 Regla 19,  Capítulo V, Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar 
(SOLAS), 1974. El AIS debe ser utilizado por todos los  buques de 300 toneladas de arqueo bruto igual o 
superior dedicado a viajes internacionales, los buques de carga de 500 toneladas de arqueo bruto igual o 
superior no dedicados a viajes internacionales y todos los buques de pasaje, independientemente de su 
tamaño. Este sistema proporciona información relativa a la identidad del buque, el tipo (carguero, 
pesquero, etc.), posición, rumbo, velocidad y condiciones de navegación y otra información relacionada 
con la seguridad. 
33
 Como comenta José María DIAZ BATANERO, Strategy and Policy Coordinator,  Unión Internacional 
de Telecomunicaciones, a la vista de los diferentes incidentes aeronáuticos relacionados con la pérdida de 
aviones durante el vuelo, se está planteando la posibilidad de utilizar un sistema parecido en los aviones. 
Sin embargo, el riesgo de que esta información pueda estar disponible para cualquier persona con una 
conexión a internet genera grandes dudas y recelos. The Activities of the ITU, Information programme for 
the Mastersin International Studies from the University of Barcelona, Spain, 14 abril 2015. 
34
 MAGGIO, Edward J.; “Maritime Piracy”, Survival Insights, disponible en 
http://www.survivalinsights.com/modules.php?name=News&file=print&sid=46 
35
 Ibíd. 
36
 Ibíd. 
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A continuación se analizan en mayor detalle las características de la piratería y el robo 
armado contra buques por regiones marítimas, atendiendo a las regiones que cuentan 
con un mayor número de casos de acuerdo con los datos proporcionados por la OMI, es 
decir, el Estrecho de Malaca, el Mar de la China, el Este de África y el Océano Indico y 
el Oeste de África.  
 
a. Estrecho de Malaca  
 
El Estrecho de Malaca forma parte de la ruta más corta para transportar mercancías 
entre el  Océano Pacífico y el golfo Pérsico, principalmente hidrocarburos y mercancías 
producidas en el Sur Este Asiático. El problema en esta región es que debido a la 
geografía de la zona –pasos estrechos y aguas poco profundas- la zona de navegación 
está muy marcada. Esto proporciona las condiciones adecuadas para que se produzcan 
abordajes haciendo uso de lanchas rápidas durante la noche. Si bien el uso de la fuerza y 
la violencia en estos casos es mínimo, los asaltantes suelen hacerse con cualquier cosa 
de valor tanto del barco como de la tripulación.37 
 
El problema de la piratería lleva años presente en esta región por lo que Malasia, 
Indonesia y Singapur tienen un estrecho sistema de cooperación denominado  Grupo de 
Expertos Técnicos o TTEG (del inglés Tripartite Technical Experts Group), y apoyado 
por la IMO.38 Así mismo existen una serie de patrullas de cada uno de los países que 
navegan por turnos en las aguas del Estrecho.39 Además, debido a que el 80% del 
petróleo que importa Japón pasa por aguas del Estrecho40, Japón también es un Estado 
muy activo en la lucha contra la piratería en esa región, a través de la Agencia de 
Cooperación Internacional Japonesa o JICA (del inglés Japan Internacional Cooperation 
Agency).41 En la misma línea, Estados Unidos ha creado La Iniciativa para la Seguridad 
Marítima Regional o RMSI (Regional Maritime Security Initiative) con el objetivo de 
crear controles y formar a las patrullas costeras locales para disuadir tanto a los piratas 
                                                          
37
 ABHYANKAR, Jayant,; Piracy and maritime violencea continuing threat to maritime industry, ICC - International Maritime 
Bureau,  Hong Kong, 2002, p. 2. 
38
 COMA FORCADELL, Marta; La nueva piratería… op. cit., p. 75. 
39
 Ibíd., pp.76-77. 
40Ibíd., p. 26. 
41
 Ibíd., pp. 77-79. 
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como a los terroristas.42 Estas dos últimas medidas fueron claves y a partir de 2000 el 
número de ataques en la zona empezó a disminuir. Sin embargo, no  puede obviarse que 
se produjese un descenso mucho más relevante entre 2004 y 2008, al quedar la `flota 
pirata’ destruida tras el tsunami que tuvo lugar el 26 de diciembre de 2004, así como por 
la posterior presencia de fuerzas navales extranjeras en la región, las cuales formaban 
parte de la ayuda humanitaria que fue desplegada. Por este motivo, al coincidir con la 
retirada de dicha ayuda, a partir de 2009 los ataques empiezan a multiplicarse de nuevo.   
 
b. Mar de la China  
 
El Mar de la China se encuentra frente a las costas orientales y surorientales de Asia, 
extendiéndose desde Japón hasta el extremo oriental de Borneo y el extremo meridional 
de la península de Malaca. Esta región marina se divide en dos partes en base a la isla 
de Taiwán; la parte norte se denomina mar de la China Oriental, y la sur, mar de la 
China Meridional o simplemente Mar de la China. Su importancia viene dada por los 
países costeros que bañan sus aguas, es decir China, Japón, la República Democrática 
de Corea, Taiwán, Hong Kong, Filipinas y Vietnam, y el tamaño de la flota mercante de 
estos Estados.43 La riqueza de la zona en cuanto a materias primas y manufacturas, así 
como la mano de obra barata, han llevado a que se establezca un intenso flujo comercial 
con estos países.  
 
En estas zonas, los ataques pueden ser calificados como violentos y los secuestros 
durante la navegación son muy frecuentes. Generalmente la tripulación  es abandonada 
a la deriva en un bote salvavidas, en los casos en que no es asesinada. De este modo se 
sustrae tanto la totalidad de carga del buque como la embarcación en sí que en 
numerosas ocasiones es utilizada como `barco fantasma´ para cargar en él la mercancía 
que se sustraiga en futuros ataques.44 
                                                          
42
 Ibíd. 
43
 Según la tabla 2.3 del documento de la UNCTAD, El transporte marítimo en 2014, pp. 36-40, estos 
países representan un porcentaje de la flota mundial, por número de embarcaciones, correspondiente al 
11’51% en el caso de China (incluyendo Taiwán y Hong Kong), el 8’56% Japón, el 3,3% La República 
Democrática de Corea y mucho más lejos Vietnam con el 1’83% y Filipinas con el 0’7%. De este modo 
Japón y China representan el segundo y tercer país en número de flota, por detrás de Grecia, seguidos por 
la República Democrática de Corea en quinto lugar, tal y como se muestra en el cuadro 2.5 del mismo 
documento, p. 41. Ambas tablas informan sobre la ubicación de la propiedad efectiva de la flota mundial, 
reflejando la ubicación de las empresas que tienen la principal responsabilidad comercial por el buque.  
44
 COMA FORCADELL, Marta; La nueva piratería… op. cit., p. 17. 
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Entre las causas que propician la inseguridad marítima en el Mar de la China se 
encuentra tanto su extensión, como el hecho de que existan en él numerosas islas 
deshabitadas que sirven de cobijo a los piratas.45 Pero sin lugar a dudas, la falta de 
cooperación entre los Estados, debido principalmente a las tensiones políticas entre 
ellos46, resulta un gran lastre a la hora de reducir el número de ataques piratas y robos a 
mano armada. Ello explica que, salvo en el periodo de tiempo que va de 2004 a 2009, 
exista una constancia en el número de ataques registrados por la OMI. En cuando al 
descenso a partir de 2004, este puede explicarse debido al impulso en el seno de 
ASEAN de la Declaración sobre Cooperación contra la piratería y otras amenazas a la 
seguridad de 17 de junio de 2003.47 En este documento se equipara la piratería y el robo 
a mano armada con el terrorismo en el transporte marítimo y para luchar contra ello se 
propone la intensificación de la cooperación regional a través de unidades navales, 
patrullas costeras, compañías navieras, tripulaciones y autoridades portuarias. En 
consecuencia, fueron adoptadas una serie de iniciativas consistentes en el 
establecimiento de patrullas por los Estados costeros así como ayuda externa recibida de 
la India a través de su armada. Así mismo, en noviembre de 2004 se firmó el Acuerdo 
de Cooperación Regional para la lucha contra la piratería y el robo a mano armada de 
buques en Asia, también conocido como ReCAAP, y que entró en vigor el 4 de 
septiembre de 2006. 48 
 
c. Este de África y Océano Índico 
 
Hablar de las aguas del Este de África y del Océano Índico es hablar de una extensión 
de agua muchísimo más vasta que el Mar de la China, pero sin embargo, la mayor parte 
de los ataques piratas se perpetran en zonas bien delimitadas que se corresponden con 
las aguas próximas al Golfo de Adén, Somalia, Kenia, Tanzania y Bangladesh. De 
nuevo se trata de zonas donde el tráfico marítimo es muy importante, debido 
principalmente a la ubicación estratégica del canal de Suez y la producción y 
                                                          
45
 Ibíd., p. 86. 
46
 Ya sea debido a conflictos surgidos en el pasado y que aún se encuentran vigentes (como en el caso de 
las islas Spratly) o por disputas más recientes (caso de la disputa entre Japón y China por la explotación 
de los yacimientos de gas próximos a la Zona Económica Exclusiva de Japón. 
47
 Disponible en http://www.asean.org/communities/asean-political-security-community/item/arf-
statement-on-cooperation-against-piracy-and-other-threats-to-security-17-june-2003-2 
48
 COMA FORCADELL, Marta; La nueva piratería… op. cit., p. 105. 
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exportación de crudo. Sin embargo, existe una diferencia importante entre los ataques 
perpetrados en las proximidades de Bangladesh, donde el modus operandi de los piratas 
coincide más con el de la piratería en el Estrecho de Malaca, y en la zona más próxima a 
África, donde abunda el secuestro de navíos, no tan solo para obtener su carga, sino para 
exigir el pago de rescates.49 Por lo general, en el ataque participan entre tres y cuatro 
embarcaciones desde las que se efectúan disparos intimidatorios. De lograr detener a la 
embarcación-objetivo, los piratas abordan el buque mediante una escalera telescópica de 
aluminio para proceder a la reducción de la tripulación y poder así remolcarlo hasta el 
fondeadero o puerto en el que permanecerá secuestrado.50 
 
El incremento de los casos de piratería en estas aguas está relacionado con la 
disminución de los recursos pesqueros que constituían la base de la economía y la 
alimentación de las comunidades costeras. Siendo así, en muchos casos el asalto a 
embarcaciones resulta mucho más lucrativo que las capturas pesqueras que puedan 
obtenerse. 51 
 
En lo referente a la gráfica que hemos visto anteriormente sobre la evolución de los 
ataques piratas y asaltos a buques, puede observarse como en el caso del Océano Índico, 
la curva experimenta un descenso en 2003 y siguientes, esto se debe principalmente al 
incremento de patrullas por parte de Bangladesh.52 En cuanto al repunte que se observa 
en 2010 y 2011 fue causado por el incremento de los casos de piratería a pequeñas 
embarcaciones en la frontera fluvial entre India y Bangladesh. En respuesta a tal 
fenómeno Bangladesh y la India organizaron patrullas conjuntas. 53 
 
Sin embargo, en el resto de la zona no es hasta 2008 y 2009 cuando el incremento de los 
casos de secuestro de buques y tripulaciones hace saltar las alarmas en la Sociedad 
Internacional y el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas interviene en los términos 
que se expresan de manera más detallada en el apartado  2.2.3.  
 
                                                          
49
 Ibíd., pp. 138-155. 
50
 Ibíd., pp. 153-154. 
51
 Ibíd., p. 139. 
52
 Ibíd., p. 140. 
53
 Ibíd., p. 146. 
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Concretamente en las aguas próximas a Somalia -que fue donde se produjeron los 
ataques desencadenantes de la respuesta internacional- el fenómeno de la piratería surge 
en 1991 con el fin del gobierno de Barre. A partir de entonces las pequeñas 
administraciones locales empiezan a conceder licencias de pesca y de vertido de 
sustancias tóxicas a buques extranjeros, con el único fin de lograr un beneficio 
económico personal. Ante el creciente número de barcos extranjeros, la población local 
se organizó en patrullas con el fin de eliminar competidores por los recursos pesqueros 
de la zona. Es por esta razón que algunos de los principales grupos piratas somalíes 
llevan el sobrenombre de `guardacostas´, como es el caso de los Guardacostas 
Voluntarios Nacionales o los Marines Somalíes, anteriormente conocidos como 
Guardacostas Somalíes.54  
 
d.  Oeste de África  
 
Una vez más, las causas principales de la piratería en esta región pueden identificarse 
con situación de pobreza y la existencia de débiles gobiernos. De manera similar a lo 
que sucede en Somalia, en Nigeria existen grupos militares que defienden los abordajes 
y robos a embarcaciones extranjeras amparándose en la reclamación relativa a la 
necesidad de una distribución de la riqueza que el petróleo del país genera.55 
 
Por lo general, en esta región, los ataques se producen contra embarcaciones que se 
encuentran fondeadas o atracadas en puerto. Los piratas van fuertemente armados y su 
nivel de violencia resulta superior a la de los piratas asiáticos, a lo que debe añadírsele 
el hecho de que, generalmente disponen de una mayor información tal y como se 
desprende del hecho de que sus ataques parecen haber sido planeado de antemano. A 
diferencia de lo que ocurre en el Este de África, el objetivo de los ataques es la 
sustracción  de la carga del buque, en especial petróleo.56  
  
                                                          
54
 Ibíd., p. 148-153. Para obtener más información sobre los grupos piratas en Somalia y su modus 
operandi se recomienda la lectura de FERNÁNDEZ FADÓN, F; “Piratería en Somalia: “mares fallidos” y 
consideraciones de la historia marítima”, Real Instituto Elcano, 2009 disponible en 
http://www.realinstitutoelcano.org/wps/portal/rielcano/contenido?WCM_GLOBAL_CONTEXT=/elcano/
elcano_es/zonas_es/africa+subsahariana/dt10-2009 e IBAÑEZ GÓMEZ, Fernando y ESTEBAN 
NAVARRO, Miguel Ángel.; Análisis de los ataques piratas somalíes en el Océano Índico (2005-2011): 
Evolución y modus operandi, Revista Electrónica del Instituto Español de Estudios Estratégicos, 2013. 
55
 COMA FORCADELL, Marta; La nueva piratería… op. cit., p. 119. 
56
 ABHYANKAR, Jayant,; Piracy and maritime… op. cit., p. 3. 
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En la gráfica relativa a la evolución anual del número de ataques registrados, se observa 
como a partir de 2006 el número de casos de piratería y asalto se multiplica de manera 
vertiginosa. Coincidiendo con el inicio de la implementación del Programa contra la 
Piratería Marítima de la OMI y de la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y la 
Delincuencia (UNDOC) en 2013, el número de casos sufre un notable descenso. En su 
informe de 2014 la UNDOC identificaba como una de las principales causas del elevado 
número de ataques el hecho de que muchos de los Estados no poseían las previsiones 
logísticas, legales y jurisdiccionales para perseguir los delitos de piratería, razón por la 
cual el programa trata de reforzar estas carencias.57 Adicionalmente, se trabaja para 
incrementar la coordinación en materia de seguridad regional apoyando las iniciativas 
de la Comunidad Económica de Estados de África Occidental (ECOWAS), como por 
ejemplo el establecimiento del Centro de Coordinación Interregional en Cameroon y el 
Centro de Intercambio de Información sobre Comercio Marítimo en Ghana.58  
 
 
2.2.3. La actuación debida durante la represión de la piratería  
 
El artículo 105 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar 
establece que cualquier Estado podrá tomar acciones contra los piratas en aguas 
internacionales, independientemente de su nacionalidad y según el principio de 
jurisdicción universal. Así mismo, solo los tribunales del Estado que realice la captura 
podrán juzgar a los piratas. Este artículo confirma la imposibilidad de represión de la 
piratería en las aguas territoriales de un Estado. Sin embargo, ante el incremento de este 
tipo de ataques en las costas próximas a Somalia, el  Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas aprobó en 2008 la resolución 1816 (2008),  de 2 de junio, en la que se autoriza 
la entrada “en aguas territoriales de Somalia con el fin de reprimir actos de piratería y 
robo a mano armada en el mar, en forma compatible con las acciones de esa índole 
permitidas en alta mar respecto de la piratería con arreglo a las disposiciones 
pertinentes del derecho internacional”59, siempre dando aviso de la persecución al 
Gobierno Federal de Transición Somalí, lo cual implica que no se requiere  autorización 
previa alguna. Tal autorización se estableció por un periodo de seis meses y ha sido 
                                                          
57
 UNDOC: Informe Anual, 2014, p. 21. 
58
 http://cicyaounde.org/?lang=es y http://www.mtisc-gog.org/  
59
 S/RES/1816 (2008), par.7.a). 
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prorrogada por periodos de doce meses mediante las resoluciones 1851 (2008), 1897 
(2009), 1950 (2010), 2020 (2011), 2070 (2012) y 2125 (2013).60 
 
En cuanto al alcance de la represión, el Tribunal Internacional del Derecho del Mar ha 
hecho referencia a lo que se considera  la práctica habitual en tales casos. En un primer 
momento debe emitirse  una señal de detención, sonora o visual, “Cuando ello resulte 
insuficiente, ciertas medidas pueden ser adoptadas, y entre éstas la de disparar por 
encima del estrave del buque. Únicamente cuando estas medidas resulten insuficientes 
podrá hacerse uso de la fuerza”61. El tribunal realiza esta declaración pese a ser 
consciente, tal y como el mismo manifiesta, de que la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar “no contiene ninguna disposición específica que se 
refiera al uso de la fuerza en el caso de apresamiento de buques”62.   
 
“A la vista de estos pronunciamientos judiciales aludidos, la prohibición de emplear la 
fuerza armada parece estar concebida para los supuestos en los que su uso tiene carácter 
verdaderamente grave; por lo que se excluye de dicha prohibición las ocasiones en las 
que la fuerza armada se utiliza con una intención instrumental o policial que no reviste 
cierta gravedad. Por consiguiente, el uso de la fuerza armada con el objetivo de apresar 
a un buque pirata parece ser conforme con el Derecho internacional”63. 
 
Pese a lo dicho,  el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas otorgó autorización 
expresa del uso de la fuerza en la resolución 1816 (2008)64,  y se mantuvo en las 
sucesivas prórrogas, por constituir una amenaza para la paz y la seguridad 
internacionales en la región, con el único requisito de que el Gobierno Federal de 
Transición de Somalia informe de las actuaciones que se llevaban a cabo al Secretario 
General de las Naciones Unidas.65  
 
                                                          
60
 S/RES/1851 (2008), par.6,  S/RES/1897 (2009), par.7, S/RES/1950 (2010), par.7, S/RES/2020 (2011), 
par.9, S/RES/2070 (2012), par.12 y S/RES/2125 (2013), par.12. 
61
 TIDM , asunto del buque “Saiga” (Núm.2) (San Vicente y las Granadinas c. Guinea, sentencia de 1 de 
julio de 1999, par. 156. 
62
 Ibíd., par 155. 
63
 SÁNCHEZ PATRÓN, José Manuel; “Piratería marítima, fuerza armada y seguridad privada”, Revista 
Electrónica de Estudios Internacionales, Núm. 23, 2012, pp.5. 
64S/RES/1816(2008), par.7.b). 
65
 En base la extensión y aceptación de la `responsabilidad de proteger´, podría llegar incluso a plantearse 
la posibilidad de que las Naciones Unidas pudiesen ser responsables de la actividad de las EMSP, en la 
medida en que está autorizando un uso de la fuerza sin asegurarse de que esta se ejerce con arreglo al 
derecho internacional.  La atribución de estos actos sería posible en base al artículo 9 del Proyecto de 
artículos de la CDI sobre Responsabilidad de las Organizaciones Internacionales, en el supuesto de que  
las Naciones Unidas reconociese o adoptase como propio el hecho de que los Estados no ejerzan dicha 
`responsabilidad de proteger´ de manera diligente en el ámbito de la autorización del uso de la fuerza 
otorgada por el Consejo de Seguridad. Para más información sobre el alcance de la `responsabilidad de 
proteger´ se recomienda AÑAÑOS MEZA, María-Cecilia; “La `responsabilidad de proteger´ en… op. cit. 
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2.3.   Nicho de negocio para las empresas militares y de seguridad privada. 
 
A raíz de la resolución 1816 (2008) se produjo el despliegue de diversas misiones para 
luchar contra la piratería en la zona66.  Sin embargo, también las EMSP encontraron un 
nicho de negocio en esta crisis puesto que muchos armadores decidieron contratar sus 
servicios para proteger sus embarcaciones. Concretamente, en el caso español, tras la 
captura del atunero Alakrana´ el 3 de octubre de 2009, el  Gobierno aprobó el Real 
Decreto 1628/2009, de 30 de octubre, que modificó el Reglamento de Seguridad 
Privada y la Orden PRE/2914/2009, de 30 de octubre, de desarrollo de lo dispuesto en el 
citado reglamento. Estas normas hacen refieren a “la prestación de los servicios de 
seguridad con armas de guerra, por vigilantes de seguridad en buques mercantes y 
buques pesqueros que naveguen bajo bandera española en aguas en las que exista 
grave riesgo para la seguridad de las personas o de los bienes, o para ambos”. Como 
puede apreciarse, no se restringen las medidas a los actos de piratería en aguas próximas 
a Somalia, sino que la formula hace posible que empresas de seguridad privada 
acometan labores de protección con dicho armamento en cualesquiera aguas 
consideradas peligrosas.  
 
Pese a ello no hay que olvidar que los servicios antipiratería en general, y más 
concretamente la protección armada no resulta, ni de lejos, la parte más lucrativa del 
negocio de las EMSP, en particular si se compara con los beneficios que este tipo de 
empresas obtuvieron por los servicios prestados en el marco de la guerra de Irak.67  
 
Cuando se habla de servicios de lucha contra la piratería marítima se hace referencia a:68 
 
• La evaluación de riesgos y consultoría ya sea que consta de los informes de 
riesgo políticos generales o evaluaciones de riesgo específicas para el cliente. 
• Formación de los miembros de la tripulación, el personal de la autoridad 
portuaria o  unidades militares y policiales encargadas de la protección d 
embarcaciones.  
                                                          
66
 Como son las misiones internacionales Ocean Shield (OTAN), Atalanta (UE), Combined Task Force 
150, Combined Task Force 151, Enduring Freedom – Horn of Africa y las misiones independientes de 
China, India, Irán, Japón, Malasia y Rusia.  
67
 LISS, Carolin; “Privatising anti-piracy services in strategically important waterways: risks, challenges 
and benefits”, Gra SPP Working Paper Series, University of Tokyo, 2009, p.3.  
68
 Ibíd., p. 2. 
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• Provisión de escolta. Un gran número de empresas ofrecen la posibilidad de 
proporcionar guardias, ya sean armados o desarmados, así como buques de escolta para 
cargueros y embarcaciones de recreo. En el caso de los buques de pesca estos servicios 
incluyen la protección de los pescadores de los piratas únicamente mediante guardias.  
• Respuesta a en caso de crisis-secuestros, incluida la recuperación de buques 
secuestrados o ayuda en el proceso de negociación en los casos en que los tripulantes 
sean secuestrados. 
 
No todas las empresas ofrecen todo este catálogo de servicios de lucha contra la 
piratería, algunas presentan únicamente consultoría de riesgos o de seguimiento de 
buques. Sin embargo, muchas de las EMSP ofrecen estos servicios, teniendo la mayoría 
de ellas su base en Estados Unidos y Reino Unido, aunque se han constituido pequeñas 
empresas especializadas en servicios antipiratería en  las regiones donde la demanda de 
servicios de lucha contra la piratería es mayor.69 
 
Como se ha dicho anteriormente, en numerosas ocasiones los empleados de las EMSP 
realizan su labor equipados con armas de fuego, razón por la cual la regulación y 
supervisión de este tipo de actividades resulta crucial para asegurar que la violencia no 
se ejerce en exceso, innecesariamente o de manera irresponsable. A esto hay que 
sumarle el hecho de que, en numerosas ocasiones el uso de armas en cargueros o buques 
cisterna pueden tener consecuencias devastadoras.70 Sin embargo hay que tener en 
mente que este tipo de servicios no difiere significativamente de las operaciones de 
tierra, por lo que la necesidad de regular la actividad de las EMSP se encuentra presente 
en todos sus ámbitos de operaciones.  
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 Ibíd., p. 2. 
70
 Ibíd., p. 8-9. 
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3. La regulación internacional de las empresas militares y de seguridad 
privada. 
 
 
La creciente utilización de EMSP ha llevado aparejado un aumento de la demanda de 
aclaraciones de las obligaciones jurídicas pertinentes en relación con el derecho 
internacional humanitario y las normas de derechos humanos. Sin embargo, la 
regulación de las EMSP es una tarea compleja. En primer lugar, porque la aplicación de 
leyes nacionales resulta harto difícil cuando las EMSP llevan a cabo sus labores en el 
extranjero, entre otras causas, por la imposibilidad de realizar investigaciones rigurosas 
en zonas de conflicto. Además, en el caso concreto de las ESPEBE, estas no sólo se 
mueven entre varios estados y jurisdicciones sino que también hacen uso del  derecho 
de paso inocente que tiene el buque en el cual se hayan embarcados71.  Asimismo, en 
palabras del Grupo de Trabajo sobre la utilización de mercenarios como medio para 
violar los derechos humanos y obstaculizar el ejercicio de los pueblos a la libre 
determinación (en adelante ‘Grupo de Trabajo sobre Mercenarios’): 
 
“[…] los servicios prestados por las EMSP no deberían considerarse productos 
comerciales normales […] son sumamente específicos y peligrosos y conllevan el comercio 
de una amplia gama de servicios militares y de seguridad que exigen la formulación de 
normas y mecanismos de supervisión internacionales”.72 
 
En este apartado, se analizan las diferentes iniciativas reguladoras de la actividad de las 
EMSP, tanto aquellas que tienen un carácter intergubernamental al haber sido 
promovidas y respaldadas por la Comunidad Internacional – como es el caso del 
Documento de Montreux y el proyecto de posible Convención sobre las Empresas 
Militares y de Seguridad Privada- , como el intento del propio sector de dotarse de una 
autorregulación propia mediante el Código de Conducta Internacional. 
 
 
 
                                                          
71
 Regulado en los artículos 17 a  26 de la Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar. 
72
 A/HRC/15/25 del Consejo de Derechos Humanos, de 2 de julio de 2010, párr. 37. 
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3.1. Iniciativas intergubernamentales. 
 
3.1.1. Documento de Montreux.  
 
En 2006 el Gobierno de Suiza y el Comité Internacional de la Cruz Roja (en adelante 
‘CICR’) iniciaron un proceso de negociaciones intergubernamentales, en las que 
también participaron diversas ONG y empresas pertenecientes al sector73, con el 
objetivo de promover el respeto de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario por parte de las EMSP. Los 17 Estados participantes en dichas 
negociaciones74 adoptaron el texto conocido como Documento de Montreux sobre las 
Obligaciones Jurídicas Internacionales Pertinentes y las Buenas Prácticas de los Estados 
en lo que respecta a las Operaciones de las Empresas Militares y de Seguridad Privadas 
durante los Conflictos Armados (en adelante `Documento de Montreux´), el 17 de 
septiembre de 2008.  
 
Se trata de un texto no vinculante que se contiene una relación de la normativa 
internacional que tanto los Estados como las EMSP y su personal deberían respetar. Al 
igual que hace el CICR, denominaremos a esta parte del Documento de Montreux 
`declaraciones´. Además el texto incluye setenta buenas prácticas dirigidas a los Estados 
que estos actores deberían seguir para lograr el cumplimiento de dicha normativa. Como 
dice el propio Documento de Monteux, se trata de una lista abierta de buenas prácticas 
“destinadas a orientar y ayudar a los Estados a hacer respetar el derecho internacional 
humanitario y las normas de derechos humanos”75.  
 
La estructura del Documento de Montreux permite observar una triple distinción entre 
`Estados contratantes´, `Estados territoriales´ y `Estados de origen de las EMSP´. 
Además también se recogen las obligaciones del resto de Estados que no tengan cabida 
en ninguna de las tres categorías anteriores.  
 
                                                          
73
 Al respecto ver GOMEZ DEL PRADO, José Luis y TORROJA MATEU, Helena; Hacia la regulación 
internacional de las empresas militares y de seguridad privadas, Centro de Estudios Internacionales, 
Marcial Pons, Madrid 2001, p.53. 
74
 Afganistán, Alemania, Angola, Australia, Austria, Canadá, China, Estados Unidos de América,  
Francia, Iraq, Polonia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Sierra Leona, Sudáfrica,  Suecia, 
Suiza y Ucrania.  
75
 A/63/467-S/2008/636, p. 13. 
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De este modo, el Documento de Montreux recuerda a los Estados contratantes que 
“están obligados a no contratar a EMSP para llevar a cabo actividades que derecho 
humanitario internacional asigna explícitamente a agentes o autoridades estatales”76. 
Tal sería el caso de la vigilancia de campamentos de prisioneros de guerra y centros 
civiles de detención. Además,  los Estados pueden decidir limitar los servicios que 
pueden prestar las EMSP, por este motivo, una de las buenas prácticas contenidas en el 
Documento de Montreux hace referencia a la determinación de los servicios que pueden 
prestar las EMSP y los que no77.Pese a ello, no hay que olvidar que si bien, algunas 
tareas administrativas pueden ser delegadas a terceros, la responsabilidad general sigue 
recayendo en las autoridades estatales. De hecho, el Documento de Montreux recuerda a 
los estados que la contratación de EMSP para llevar a cabo tareas que de otro modo 
corresponderían a las autoridades estatales, no exime al Estado de sus obligaciones 
internacionales puesto que estas son intransferibles. Los Estados contratantes pueden 
estar sometidos a responsabilidad internacional si las EMSP llevan a cabo violaciones 
imputables a dicho Estado en virtud del derecho internacional consuetudinario78  y, 
consecuentemente, deberán conceder reparaciones por dichas conductas ilícitas79. Esta 
cuestión será tratada a fondo en los apartados III y IV del presente trabajo.  
 
La primera de las obligaciones que queda plasmada en el Documento de Montreux es el 
deber de respetar el derecho internacional humanitario, lo cual no hace referencia al 
deber de abstenerse de cometer violaciones de derecho internacional humanitario, sino 
una obligación de adoptar cualesquiera medidas necesarias para que las  EMSP respeten 
el derecho internacional humanitario80. Además, en caso de que el Estado ostente la 
consideración de potencia ocupante, debe prevenir de manera activa las violaciones de 
derecho internacional humanitario y de derechos humanos81.  
 
En la misma línea se recuerda a los Estados territoriales, a los Estados de origen y al 
resto de Estados, que deben asegurar que tanto las EMSP que operan es su territorio, 
como las que se encuentren legalmente constituidas en el mismo o cuenten con 
                                                          
76
 Declaración 2, Documento de Montreux sobre las Obligaciones Jurídicas Internacionales Pertinentes y 
las Buenas Prácticas de los Estados en lo que respecta a las Operaciones de las Empresas Militares y de 
Seguridad Privadas durante los Conflictos Armados. 
77
 Ibíd., buenas prácticas 1, 24 y 53. 
78
 Ibíd., declaración 7. 
79
 Ibíd., declaración 8.  
80
 Ibíd., declaraciones 3 a 6. 
81
 Ibíd., declaración 1. 
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sucursales en este, respetan el derecho internacional humanitario82. Para ello, deben 
valerse de mecanismos que les permitan prever, investigar y tipificar  tales conductas83. 
 
Los Estados contratantes, al ser los que seleccionan a las empresas a las que contratan, 
son capaces de garantizar en mayor grado el respeto del derecho prexistente pues tienen 
la capacidad de imponer condiciones en el proceso de contratación. Por este motivo, 
tienen la obligación de asegurarse de que tanto las EMSP como su personal conocen las 
obligaciones que deben respetar y, de no ser así, deben garantizar que reciban la 
formación necesaria para conocerlas. En este sentido, las buenas prácticas que el 
Documento de Montreux dirige a los Estados contratantes son el establecer un 
procedimiento para la selección y contratación de las EMSP transparente y 
supervisado84; adoptar criterios de calidad a la hora de seleccionar a las EMSP con el fin 
de garantizar que respeten el derecho preexistente, tanto nacional como internacional85; 
seleccionar las EMSP en función de  su conducta en el pasado, de la existencia de 
permisos que habiliten para llevar a cabo la actividad, la existencia de un registro de los 
miembros de su personal, la formación del personal en cuestiones de derecho 
internacional humanitario, derechos humanos y el manejo de armamento, así como la 
licitud en la adquisición y utilización de equipos y armas86; incluir cláusulas en el 
contrato referentes a la  obligación de ajustarse a los criterios de selección y respetar el 
derecho internacional humanitario incluyendo la identificación del personal durante la 
prestación de servicios87; y, finalmente controlar el cumplimiento de los contratos y 
prever mecanismos de rendición de cuentas para las EMSP, por ejemplo, estableciendo 
la competencia jurisdiccional en materia penal por los delitos cometidos o incluyendo 
sanciones contractuales88.  
 
En el caso de los Estados donde se lleva a cabo la labor de las EMSP (Estados 
territoriales), la soberanía territorial les confiere la autoridad necesaria para controlar y 
restringir la labor de las EMSP. En base a esta premisa, el Documento de Montreux 
menciona como buenas prácticas a seguir por los Estados territoriales el establecer un 
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 Ibíd., declaraciones 9, 14 y 18, respectivamente. 
83
 Ibíd., declaraciones 10 a 12, 15 a 17 y 19 a 21, respectivamente.  
84
 Ibíd., buenas prácticas 2 y 4. 
85
 Ibíd., buena práctica 5. 
86
 Ibíd., buenas prácticas  6 a 12. 
87
 Ibíd., buenas prácticas 14 a 16. 
88
 Ibíd., buenas prácticas 19 a 23. 
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sistema de autorizaciones que constituyan un requisito previo para operar en su 
territorio, así como un registro de EMSP que desarrollan su actividad en el mismo89. 
Para ello se recomienda seguir los criterios mencionados en el caso de los Estados 
contratantes90 así como supeditar la concesión de dichas autorizaciones o licencias al 
cumplimiento de estos criterios91. También se aconseja establecer normas específicas 
que regulen la prestación de servicios por las EMSP y su personal, en particular, en lo 
referente al uso de la fuerza, la tenencia de armas y la identificación del personal92; así 
como el establecimiento de sistemas de comprobación que permitan la rendición de 
cuentas de las EMSP93. Ahora bien, en la práctica se plantea el problema de que en 
numerosas ocasiones, en los lugares donde operan las EMSP, el Estado puede carecer 
de control sobre el territorio.  
 
Referente a los Estados de origen de las EMSP, es decir, aquellos donde la empresa 
tiene su sede, estos pueden velar por el respeto del derecho internacional humanitario 
mediante el establecimiento de sistemas de autorizaciones para la “exportación” de los 
servicios de las EMSP al extranjero94 y aplicar procedimientos, criterios de selección y 
condiciones de autorización similares a los de los Estados contratantes y territoriales95  
así como controlar el cumplimiento de las condiciones de la autorización o la licencia y 
establecer mecanismos de rendición de cuentas96. 
 
En cuanto a la obligación de proteger los derechos humanos se encuentra referenciada 
en las declaraciones 4, 10, 15 y 19. De este modo se recuerda que el Estado tiene el 
deber de proteger a las personas frente a cualquier clase de violación de derechos 
humanos, mediante la prevención, el socorro y la reparación a las víctimas. Siendo así 
los Estados tienen que demostrar la diligencia debida en tal cometido, como por 
ejemplo, investigar las infracciones, procesar a los autores y facilitar a las víctimas el 
acceso a los recursos necesarios para denunciar y defenderse. A tal efecto resulta 
igualmente útil los sistemas de autorizaciones y licencias a los que se ha hecho 
referencia en los párrafos anteriores, pero además el Documento de Montreux sugiere 
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 Ibíd., buena práctica 25. 
90
 Ibíd., buenas prácticas 26 a 39. 
91
 Ibíd., buena práctica 40. 
92
 Ibíd., buenas prácticas 43 a 45. 
93
 Ibíd., buenas prácticas 46 a 52. 
94
 Ibíd., buenas prácticas 54 a 56. 
95
 Ibíd., buenas prácticas 57 a 67. 
96
 Ibíd., buenas prácticas 68 a 73. 
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exigir que las EMSP respeten y se preocupen por el bienestar de su personal 
proporcionándole un salario adecuado, aplicando políticas operacionales en materia de 
salud y seguridad, e impidiendo toda discriminación ilícita97. Así mismo, se recomienda 
asegurar que las  EMSP se encuentren en condiciones de proporcionar reparaciones a 
las víctimas mediante la exigencia de la capacidad financiera y económica necesaria 
para el pago de supuestas indemnizaciones futuras98, además de prever mecanismos de 
rendición de cuentas de carácter civil99. 
 
Una tercera obligación de los Estados contenida en el Documento de Montreux es la 
referente al establecimiento de responsabilidad penal en los casos en que esta resulte 
procedente. Así las declaraciones 5, 11, 16 y 20 recuerdan a los Estados que tienen la 
obligación de garantizar que el personal de las EMSP que cometa una infracción grave 
de los Convenios de Ginebra de 1949 y/o del Protocolo Adicional I, será juzgado, ya sea 
en su país de origen, en los tribunales de otro Estado o por un tribunal internacional. 
También, las declaraciones 6, 12, 1 y 21 aluden a la obligación del Estado de ejercer la 
jurisdicción penal cuando se trate de delitos internacionales. En esta materia, las buenas 
prácticas recomendadas en el Documento de Monteux incluyen el ejercicio de la 
competencia jurisdiccional en materia penal para los delitos graves cometidos por las 
EMSP en el extranjero, independientemente de si el derecho internacional humanitario 
contempla o no la ampliación de dicha jurisdicción, y el establecimiento de la 
responsabilidad penal de la EMSP a la que pertenece el reo100. Así mismo, recomienda 
la cooperación entre Estados para llevar a cabo las investigaciones pertinentes101, y 
cuando se negocien acuerdos sobre el  estatuto jurídico de las EMSP y la jurisdicción de 
la que dependen, los Estados deberían asegurarse de que al menos uno de ellos pueda 
ejercer la jurisdicción, evitando así la impunidad102. 
 
Finalmente, en cuanto a las EMSP y su personal, el Documento de Montreux hace 
referencia a su obligación de “respetar el derecho internacional humanitario o las 
normas de derechos humanos que les impone el derecho nacional” al que estén sujetas, 
                                                          
97
 Ibíd., buenas prácticas 13, 38 y 66. 
98
 Ibíd., buenas prácticas 7, 33 y 61. 
99
 Ibíd., buena práctica 50. 
100
 Ibíd., buenas prácticas 19, 49 y 71. 
101
 Ibíd., buenas prácticas 23 y 52. 
102
 Ibíd., buenas prácticas 22, 51 y 73. 
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del mismo modo en que están sometidas al resto de normativa estatal103. Sobre el 
estatuto de los miembros del personal, este quedará determinado por el derecho 
internacional humanitario, en función de las actividades que lleven a cabo104. 
Independientemente de su estatuto, la declaración 26 recuerda que el personal de las 
EMSP debe actuar observando el derecho internacional humanitario y disfrutará del 
estatuto de prisionero de guerra cuando, en el marco de un conflicto internacional, 
hayan sido contratados para trabajar como `civiles que acompañan a las fuerzas 
armadas´. Además, si actúan como agentes del Estado, deberán respetar y proteger 
activamente los derechos humanos. El Documento de Montreux también hace una 
mención expresa sobre la responsabilidad penal del superior jerárquico, el cual  podrá 
ser procesado por delitos graves aun cuando no los cometa per se, sino también en los 
casos en que no impidan o hagan cesar la comisión del delito por sus subordinados105. 
En estos casos será necesario prestar atención a si se trata de superiores militares o 
civiles, puesto que los superiores militares son responsables de los delitos cometidos por 
sus subordinados tan pronto como lleguen a tener conocimiento de los mismos o  
debieran haberlo tenido, mientras que en el caso de los superiores civiles sólo son 
responsables si saben o ignoran deliberadamente información sobre un delito cometido 
por sus subordinados. Esta diferenciación radica en el hecho de que los superiores 
militares ejercen un mayor control de sus subordinados que los superiores civiles.  
 
A modo de resumen puede decirse que tanto estas buenas prácticas como, en general, 
todo el contenido del Documento de Montreux dan solución a la mayor parte de los 
problemas e interrogantes que suscita la actividad de las EMSP, razón por la cual parte 
de la doctrina aboga por conveniencia de transformar el Documento de Montreux en un 
texto jurídico vinculante, puesto que “la experiencia muestra que dejadas a la 
autorregulación las empresas no aplican las buenas prácticas cuando están únicamente 
puestas como modelos a seguir”106. En el mismo sentido, el Intersessional Maritime 
                                                          
103
 Ibíd., declaraciones 22 y 23. 
104
 Ibíd., declaraciones 24 y 25. Al respecto se recomienda la lectura de CAMERON Lindsey; “Private 
Military Companies: Their Status under International Humanitarian Law and Its Impact on their 
Regulation”, IRRC, Vol. 88, 2006, pp. 573-598 y DOSWALD-BECK,  Louise; ‘Private Military 
Companies under International Humanitarian Law’: From Mercenaries to Market: The Rise and 
Regulation of Private Military Companies, Simon Chesterman and Chia Lehnardt (eds.), OUP, 2007, cap. 
7. 
105
 Declaración 27, Documento de Montreux…, op. cit. 
106
 GOMEZ DEL PRADO, José Luis y TORROJA MATEU, Helena; Hacia la regulación 
internacional…, op.cit, p. 51. 
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Security an Piracy Working Grup, perteneciente al Comité de Seguridad Marítima de la 
OIM, aprobó la circular 1443107 en la que considera el Documento de Monteux como 
insuficiente por resultar aplicable solo en casos de conflicto armado. La elaboración de 
un texto jurídicamente vinculante que dé respuesta a todas estas cuestiones  consta en la 
agenda de Naciones Unidas desde hace años.  
 
3.1.2. Proyecto de posible convención sobre las empresas militares y de 
seguridad privada. 
 
La iniciativa intergubernamental para la regularización de las EMSP se llevó a cabo en 
el marco de lo que en su momento era la Comisión de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas circunscrito al Grupo de Trabajo sobre Mercenarios. Sin embargo, el 1 de 
octubre de 2010, mediante la resolución 15/26 del Consejo de Derechos Humanos108 se 
decidió la creación de un nuevo Grupo de Trabajo intergubernamental de composición 
abierta encargado de estudiar la posibilidad de elaborar un marco normativo 
internacional para la regulación, el seguimiento y la supervisión de las actividades de las 
empresas militares y de seguridad privadas (en adelante ‘Grupo de Trabajo sobre 
EMSP’). Este nuevo Grupo de Trabajo tomó el relevo en la labor que había emprendido 
en el Grupo de Trabajo sobre Mercenarios para elaborar un proyecto de convención 
sobre las EMSP y cuyos progresos quedaron plasmados en la resolución 15/25 del 
Consejo de Derechos Humanos de 5 de julio de 2010109. Tal y como decía el propio 
Grupo de Trabajo sobre Mercenarios, no se trataba de criminalizar la existencia de 
EMSP, sino de  
 
“establecer unos requisitos internacionales mínimos para que los Estados parte regulen la 
actividad de las EMSP y sus empleados”110 y de este modo “garantizar que los Estados 
tomen todas las medidas para promover la transparencia, la responsabilidad y la rendición 
de cuentas cuando recurran a los servicios de las EMSP y de su personal y establezcan 
mecanismos para la rehabilitación de las víctimas”111 
 
El Grupo de Trabajo intergubernamental de composición abierta encargado de estudiar 
                                                          
107
 Orientaciones Provisionales para las Compañías Privadas de Protección Marítima que Facilitan 
Personal Privado de Protección Armada a Bordo en la Zona de Alto Riesgo,  de 25 de mayo de 2012, doc. 
MSC.1/Circ.1443, anexo, punto 2.1, p.4. 
108
 A/HRC/RES/15/26, 1 de octubre de 2010. 
109
 A/HRC/15/25, 5 de julio de 2010 
110
 A/HRC/15/25. párr. 39. 
111
 Ibíd. párr. 41. 
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la posibilidad de elaborar un marco normativo internacional para la regulación, el 
seguimiento y la supervisión de las actividades de las empresas militares y de seguridad 
privadas trabaja sobre la base del Proyecto de posible convención sobre las empresas 
militares y de seguridad privada (en adelante ‘Proyecto de posible convención sobre 
EMSP’) elaborado por un grupo de expertos y presentado mediante la resolución 15/26 
del Consejo de Derechos Humanos de 1 de octubre de 2010112. Este proyecto, consta de 
seis partes, siendo necesario destacar que, atendiendo al principio de monopolio del uso 
legítimo de la fuerza por el Estado, el Proyecto de posible convención sobre EMSP 
pretende la prohibición de la contratación a EMSP de funciones inherentes al Estado113. 
La definición de ‘funciones inherentes al estado’ se encuentra recogida en el artículo 2. 
i). Dicha definición resulta un tanto ambigua dado que se refiere a aquellas “funciones 
acordes con el principio del monopolio del uso legítimo de la fuerza por parte del 
Estado, que los Estados no pueden contratar externamente o delegar en las EMSP en 
ninguna circunstancia”. El artículo sigue definiendo estas funciones a partir de una 
serie de ejemplos entre los que se encuentran las “aplicaciones militares, de seguridad y 
policiales, […] y el ejercicio de funciones de policía.” 
 
En la parte I del Proyecto de posible convención sobre EMSP se contienen las 
disposiciones generales referentes a los propósitos, las definiciones y el ámbito de 
aplicación.  En cuanto a los propósitos estos se encuentran relacionados en el artículo 1: 
 
a) Reafirmar y reforzar la responsabilidad de los Estados con respecto al uso de la fuerza y 
reiterar la importancia del monopolio del uso legítimo de la fuerza por parte de los 
Estados en el marco general de sus obligaciones de respetar, proteger y hacer efectivos los 
derechos humanos, y de proporcionar remedios en caso de violación de los derechos 
humanos; 
 
b) Determinar las funciones que son inherentes al Estado y que en ninguna circunstancia 
pueden ser objeto de contratación externa; 
 
c) Regular las actividades de las EMSP y los subcontratistas; 
 
d) Promover la cooperación internacional entre los Estados sobre la expedición de 
licencias y la regulación de las actividades de las EMSP para afrontar más eficazmente los 
desafíos que se planteen al pleno cumplimiento de sus obligaciones en materia de derechos 
humanos, incluido el derecho a la libre determinación; 
 
e) Establecer y aplicar mecanismos de seguimiento de las actividades de las EMSP y las 
violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario, en particular todo uso ilegal o arbitrario de la fuerza por parte 
                                                          
112
 A/HRC/RES/15/26. 
113
 Art. 4.3, Proyecto de posible convención sobre EMSP. 
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de estas empresas, enjuiciar a los infractores y proporcionar remedios efectivos a las 
víctimas. 
 
Respecto al ámbito de aplicación, se propone su extensión a situaciones más allá de 
aquellas que puedan ser calificadas como conflicto armado114, así como  a 
organizaciones internacionales115; lo cual no es de extrañar teniendo en cuenta que tanto 
las Naciones Unidas, como la UE y la OTAN han venido contratando los servicios de 
EMSP desde hace años. 
 
Sobre los principios generales que inspiran el Proyecto de posible convención sobre 
EMSP, estos se encuentran enumerados en la parte II del mismo, correspondiente a los 
artículos 4 a 11, y se refieren a116: 
 
• La responsabilidad de las partes con respecto a las actividades militares y de 
seguridad de las EMSP registradas o que operan en su jurisdicción. 
• El respeto de los principios del estado de derecho por las EMSP. 
• El respeto de la soberanía de los Estados por parte de las EMSP. 
• La obligación de los Estados parte de prohibir a las EMSP participar de manera 
directa en hostilidades, actos terroristas y acciones militares que constituyan 
violaciones del derecho internacional. 
• La prohibición de contratar externamente con una EMSP funciones inherentes al 
Estado, incluido el uso de ciertas armas que causen daños superfluos o 
sufrimientos innecesarios 
• La prohibición de la adquisición, la posesión o el tráfico ilícitos de armas y 
municiones por las EMSP y su personal. 
 
A continuación, la parte III se refiere a la regulación, la supervisión y el control de las 
EMSP. En ella se pretende la adopción de la legislación nacional necesaria para regular 
de una forma “adecuada y eficaz” las actividades de las EMSP117, especificando el 
artículo 13 cuál será el contenido mínimo de dicha regulación. Asimismo, se prevé la 
creación de un mecanismo de licencias así como de un registro general, cuyos 
                                                          
114
 Ibíd., art. 3.3. 
115
 Ibíd., art. 2 y 3.1. 
116
 Enumerados según la A/HRC/15/25 del Consejo de Derechos Humanos, de 2 de julio de 2010, párr. 
52. 
117
 Art. 14, Proyecto de posible convención sobre EMSP. 
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contenidos y procedimientos deberán ser puestos en conocimiento de aquellos estados 
que no fuesen parte en la Convención. Mediante estos mecanismos, los Estados velarán 
por que tanto las EMSP registrada en su territorio como aquellas que operen en él 
cumplen con la normativa internacional  en materia laboral118), en materia de derechos 
humanos y del derecho internacional humanitario119 y respeten la soberanía y las leyes 
del país en el que presten servicio120. El Estado también deberá garantizar que se 
suministre a los empleados de las EMSP capacitación profesional en el uso de armas de 
fuego121. 
 
En la parte IV, se trata la cuestión relativa a la responsabilidad de los Estado de imponer 
sanciones penales, civiles y/o administrativas a los infractores. De este modo se 
pretende establecer la obligación de tipificar como ilícitos penales el desempeño de 
funciones inherentes al Estado, el uso ilícito de la fuerza y de las armas de fuego así 
como el tráfico de estas últimas122. También en esta parte se recogen disposiciones 
relativas al enjuiciamiento123 y las medidas de extradición124 y asistencia jurídica125. 
Finalmente, se pretende la creación de un fondo internacional para la rehabilitación de 
las víctimas126. 
 
El apartado V prevé la creación de un Comité de Regulación, Supervisión y Control de 
las EMSP127, un Registro Internacional de EMSP128 y un sistema de informes129 y otros 
de denuncias a instancia de los propios Estados130 y a instancia de particulares131. 
También se prevé la forma en la que el Comité se relacionará con otros órganos de 
Naciones Unidas132. 
 
                                                          
118
 Ibíd., art. 17.1. 
119
 Ibíd., art. 17.2 y 4. 
120
 Ibíd., art. 17.5. 
121
 Ibíd., art. 17.3 y art 18. 
122
 Ibíd., art. 19. 
123
 Ibíd., art. 21 a 23. 
124
 Ibíd., art. 24.  
125
 Ibíd., art. 25 a 27. 
126
 Ibíd., art. 28. 
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 Ibíd., art. 29. 
128
 Ibíd., art. 30. 
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 Ibíd., art. 31 a 33. 
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 Ibíd., art. 34 a 36. 
131
 Ibíd., art. 37. 
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 Ibíd., art. 38 y 39. 
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Finalmente, la parte VI contiene las disposiciones finales (ratificación, entrada en vigor, 
enmiendas, reservas, depósito e idiomas). Así mismo, se estableció un artículo relativo a 
la convocatoria cada dos años, como mínimo, de una Conferencia de Estados Partes 
cuyas reuniones tendrían por objetico el examinar los asuntos relativos a la aplicación 
de la Convención133. 
 
Por todo lo visto hasta ahora puede afirmarse que el Proyecto de posible convención 
sobre EMSP “busca dar una respuesta a esta laguna jurídica, pero siempre de una 
forma indirecta pues serán los Estados Parte los que adoptaran las medidas necesarias 
para hacer cumplir a las EMSP y subcontratistas las obligaciones concrete, entre las 
cuales puede destacarse: respeto a las normes Internacionales de derechos humanos y 
del DIH; la prohibición de determinados fines y usos de la fuerza por las EMSP; la 
prohibición del ejercicio de funciones inherentemente estatales; la prohibición del uso 
de determinadas armas; la prohibición de la adquisición, posesión y tráfico ilícito de 
armes de fuego, sus piezas, componentes y municiones; el respeto a las normes 
internacionales básicas en materia laboral; el respeto de las normes internacionales 
sobre el empleo de la fuerza y de armes de fuego durante actividades militares o de 
seguridad y cuestiones relativas a la jurisdicción”.134 
 
Sin embargo, por razones similares a las que justifican que el Documento de Montreux 
no sea un texto jurídicamente vinculante, los trabajos que se están llevando a cabo para 
avanzar en la transformación del Proyecto de posible convención sobre EMSP en una 
convención, estrictu sensu, están encontrándose constantemente con la oposición de 
diverso Estados occidentales135. Esto es así debido al hecho de que entorno al 80% de 
las EMSP tienen su sede en Reino Unido y Estados Unidos136. Para oponerse a la 
                                                          
133
 Ibíd., art. 47. 
134
 BALLESTEROS MOYA, Vanessa; “Las empresas militares y de seguridad privadas como entidades 
que ejercen prerrogativas públicas a efectos de la responsabilidad internacional del estado”, Revista 
Electrónica de Estudios Internacionales, Núm. 25, 2013, p.23. 
135
 Como señala BALLESTEROS MOYA “cuando el 1 de octubre de 2010 el Consejo de Derechos 
Humanos examinó el Proyecto de Convenio, las delegaciones de Estados miembros participantes en el 
debate, la Unión Europea, el Reino Unido y Estados Unidos ni apoyaron el Proyecto ni la 
recomendación de establecer un Grupo de Trabajo Intergubernamental de composición abierta. 
Finalmente con ciertas enmiendas introducidas por Nigeria, el proyecto de resolución fue adoptado por 
el Consejo de Derechos Humanos con 32 votos a favor73, 12 en contra74 y 3 abstenciones”. 
BALLESTEROS MOYA, Vanessa; “Las empresas militares..., op. cit., pp. 21-22. 
136
 GOMEZ DEL PRADO, José Luis; “Private military and security companies and the UN Working 
Group on the Use of Mercenaries”, Journal of Conflict and Security Law, Oxford University Press, Vol. 
13, Núm. 3, 2009, p. 438. 
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regulación de esta materia, los Estados han venido alegando la incompetencia del 
Consejo de Derechos Humanos y defendiendo que debería ser la Sexta Comisión de la 
Asamblea General de Naciones Unidas, la cual se encarga de examinar las cuestiones 
jurídicas de la misma. 
 
Pese a ello, el 1 de octubre de 2010 el Consejo de Derechos Humanos aprobó la ya 
citada resolución 15/26 del Consejo de Derechos Humanos. Tal y como describió 
Ballesteros Moya:  
 
“El texto aspira a establecer normas internacionales básicas y mínimas para la regulación 
del sector o, lo que es lo mismo, en el supuesto de que finalmente se convierta en un 
tratado internacional, nos encontraríamos ante una serie de normas primarias dirigidas a 
los Estados y las OIs [Organizaciones Internacionales], aplicable a todas las situaciones 
—se definan o no como conflicto armado—. Su objeto y fin es, por un lado, prohibir la 
delegación y/o contratación de funciones inherentes al Estado —uso de la fuerza armada a 
las EMPS—, para garantizar el respeto y la efectividad de los derechos humanos”.137 
 
Durante el último periodo de reuniones del Grupo de Trabajo intergubernamental de 
composición abierta encargado de estudiar la posibilidad de elaborar un marco 
normativo internacional para la regulación, el seguimiento y la supervisión de las 
actividades de las empresas militares y de seguridad privadas (en adelante Grupo de 
Trabajo sobre EMSP) que tuvo lugar del 27 de Abril al 1 de Mayo de 2015, 138 las 
delegaciones proporcionaron actualizaciones sobre la legislación nacional pertinente, las 
iniciativas y otras medidas adoptadas en relación con la regulación, la supervisión y 
fiscalización de las actividades de las EMSP, desde la perspectiva del derecho interno.  
En este sentido, el Grupo de Trabajo sobre Mercenarios declaró que “while some 
countries have legislation regulating PMSCs, each country approaches the 
privatization of the security industry differently. This results in patchy and inconsistent 
regulation.”139 En este periodo de sesiones, el Grupo de Trabajo sobre EMSP también 
trató las cuestiones relativas a la distinción entre las actividades de las empresas 
militares privadas y empresas de seguridad privada; medidas para el registro, 
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 BALLESTEROS MOYA, Vanessa; “Las empresas militares..., op. cit., p.23. 
138
 Toda la documentación del cuarto período de sesiones del Grupo de Trabajo sobre EMSP se encuentra 
disponible en la web 
http://www.ohchr.org/EN/HRBodies/HRC/WGMilitary/Pages/OEIWGMilitarySession4.aspx 
139Working Group on the use of mercenaries as a means of violating human rights and impeding the 
exercise of the right of peoples to self-determination;  Concept note on a possible legally binding 
instrument for the regulation of private military security companies, disponible en la página web 
http://www.ohchr.org/EN/Issues/Mercenaries/WGMercenaries/Pages/IssuesFocus.aspx 
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autorización y contratación de las EMSP; garantizar la rendición de cuentas y la 
prestación de asistencia y recursos para las víctimas; la posibilidad de un marco 
normativo internacional; las especificidades de la regulación de las actividades de 
seguridad privada basadas en el mar; y el uso de empresas de seguridad privada por las 
Naciones Unidas. Así mismo se identificaron como retos específicos que debían ser 
afrontados cuestiones relativas a jurisdicción y banderas de conveniencia; 
almacenamiento de armas en el contexto de los "arsenales flotantes" en aguas 
internacionales -incluida la posible elusión de las leyes nacionales que limitan la 
importación y exportación de armas-; asegurar que las EMSP respetan la legislación 
nacional aplicable; y los retos relacionados con la cooperación internacional en asuntos 
legales, en particular, la asistencia judicial recíproca. Al finalizar la sesión, el Grupo de 
Trabajo sobre EMSP se comprometió a continuar su labor tratando las cuestiones 
mencionadas anteriormente, además de tomar en consideración las cuestiones de 
derechos humanos relacionadas con: 
• El funcionamiento de las EMSP en el contexto marítimo;  
• El uso de las EMSP por los actores humanitarios; y  
• El acceso a la justicia y remedios para las víctimas de violaciones y abusos 
relacionados con las actividades de las EMSP.  
 
 
 
3.2. Autorregulación: el Código de Conducta Internacional. 
 
El 9 de noviembre de 2010, sesenta proveedores de servicios de seguridad privada140, 
apoyados por el Gobierno de Suiza, adoptaron el Código de Conducta Internacional 
para Proveedores de Servicios de Seguridad Privada (ICOC).  
 
En el presente apartado se analizará la naturaleza jurídica y las características de los 
códigos de conducta como instrumento de autorregulación. Seguidamente, se examinará 
el contenido del ICOC y se procederá a una valoración del mismo. 
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 A fecha de 1 de agosto de 2013,708 empresas se habían adherido al ICOC según la página oficial del 
texto (http://www.icoc-psp.org/). Como dice TORROJA “Detrás de su eleavoración está también un 
lobby poderoso formado por las empresas británicas y estadounidenses más relevantes en el sector.” 
TORROJA MATEU, Helena; “La Competencia soberana de coerción armada y la protección de la 
dignidad humana”, en El derecho internacional de los derechos humanos en períodos de crisis: estudios 
desde la perspectiva de su aplicabilidad,  Marcial Pons, Madrid, 2013, pp. 137-138. 
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3.2.1. Naturaleza jurídica de los códigos de conducta 
 
Los códigos de conducta son propuestas o principios elaborados por agrupaciones de 
empresas o por empresas de un sector, con la finalidad de establecer unos principios y 
unas reglas de garantía y cumplimiento para todas las empresas que operan en el sector 
o para las empresas que forman parte y se encuentran agrupadas o incorporadas a la 
asociación.141 Los sujetos privados tienen la capacidad de crear normas auto vinculantes 
principalmente mediante los contratos, sin embargo, los códigos de conducta exceden la 
capacidad vinculadora de los contratos en la medida en que no solo ligan a la empresa o 
empresas que los crean o se adhieren al mismo, sino que también quedan supeditados al 
mismo los empleados y el conjunto de usuarios del servicio o adquirientes del bien 
objeto de su actividad empresarial.  
 
En el ámbito de las relaciones internacionales, los códigos de conducta juegan un papel 
fundamental respecto del gobierno corporativo y la responsabilidad social empresarial 
de empresas transnacionales. De hecho la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
en general, recomienda que exista una autorregulación de las empresas de cada sector 
para promover la protección de los derechos de los trabajadores142.  
 
La razón por la cual el fenómeno de los códigos de conducta se encuentra en auge 
responde a su flexibilidad y capacidad de aportación en un mundo altamente 
globalizado.   La rigidez y lentitud del proceso legislativo tanto en el ámbito del derecho 
interno como en la negociación de tratados internacionales – de manera especialmente 
acusado-, así como la innovación y la complejidad de las relaciones socio-económicas 
explican la preferencia por estos instrumentos de soft law que suponen una herramienta 
para responder de una manera más rápida y flexible a los nuevos retos a los que se 
enfrentan los actores privados. Una de las causas que explican la flexibilidad de los 
códigos de conducta es el hecho de que, a menudo, contienen términos vagos e 
imprecisos que hacen posible dar cabida a infinidades de supuestos dentro de un mismo 
precepto. Así mimo, su contenido no suele tener carácter vinculante y la adhesión a los 
                                                          
141
 MALUQUER DE MOTES, Carlos J.; “Los códigos de conducta como fuentes del Derecho”, Derecho 
privado y Constitucional, Núm. 17, 2003, p. 362. 
142
 TORROJA MATEU, Helena; “La Competencia soberana de coerción armada… op cit.  p. 138. 
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mismos es voluntaria, razón por la que las empresas no se sienten tan constreñidas por 
esta clase de instrumentos. También en cuanto a su contenido, frecuentemente los 
códigos de conducta incorporan reglas y principios ya presentes en el ordenamiento 
jurídico con anterioridad. En otros casos, los autores de los códigos de conducta tratan 
de ir más allá e incorporan a los mismos deberes éticos que superan las previsiones 
legales existentes.  
 
Los defensores de los códigos de conducta argumentan que mediante los mismos resulta 
más fácil promover relaciones de cooperación que serían realmente difíciles de obtener 
mediante la regulación tradicional. En el ámbito que centra este trabajo la comparación 
resulta fácil si junto al ICOC colocamos el Proyecto de posible convención sobre 
EMSP. Sin embargo, en numerosas ocasiones se contraargumenta que el hecho de no 
ser jurídicamente vinculantes hace que se trate meramente de simples declaraciones de 
intenciones sin posibilidad de sanción o mecanismos coercitivos que aseguren su 
cumplimiento, aún en los supuestos en que incorporan mecanismos autónomos de 
supervisión de su cumplimiento y/o de resolución extrajudicial de conflictos, puesto que 
se desconfía de los mismos. 143 
 
3.2.2 Contenido del Código de Conducta Internacional. 
 
El ICOC es un instrumento de autorregulación perteneciente a la categoría de soft law y 
por lo tanto, presenta una visión muy favorable a la prevalencia de las EMSP, 
intentando dotar a la industria de una cierta transparencia aunque carezca de carácter 
obligatorio. Como se ha mencionado en el apartado anterior, frecuentemente los códigos 
de conducta incorporan reglas y principios presentes en el ordenamiento jurídico 
previamente. En el caso del ICOC, este no solo incluye aquellas obligaciones que las 
EMSP deberían respetar en materia de Derechos Humanos y de Derecho Internacional 
Humanitario, sino que también incorpora una serie de recomendaciones de respeto de la 
legislación nacional y el hacer un uso apropiado de la fuerza.  
 
Cierto es que puede resultar un instrumento útil para la promoción del respeto del 
Derecho Internacional Humanitario y los Derechos Humanos entre las EMSP y su 
                                                          
143
 GARCÍA RUBIO, María Paz; “Responsabilidad social empresarial y autorregulación: los códigos de 
conducta y las fuentes del derecho”, Boletín del Ministerio de Justicia, Núm. 2141, 2012, p.11. 
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personal pero por sí solo resulta insuficiente dado que “no puede suplir la ausencia o 
insuficiencia de una legislación estatal o internacional”144. Por este motivo, la circular  
1443145 del  Intersessional Maritime Security an Piracy Working Grup de la OIM, 
también consideró que el ICOC resultaba insuficiente - aún junto al Documento de 
Montreux - por haber sido elaborado en un contexto de autorregulación y solo para 
EMSP ubicadas en el territorio, lo que no le hace directamente aplicable a las ESPEBE. 
 
En cuanto a su estructura, el ICOC se divide en tres partes: general,  principios relativos 
a la conducta del personal (párrafos 28 a 43) y gestión y gobernanza (párrafos del 44 al 
69). Dentro de la parte general se encuentran los puntos referentes al preámbulo 
(párrafos del 1 al 8), las definiciones, la implementación del ICOC (del 9 al 12), las 
disposiciones generales (del 13 a 15) y los compromisos generales (del 16 a 27). Resulta 
destacable la forma en que se enuncia el ámbito de aplicación del ICOC: 
 
“Este código se articula en base a (los) principios aplicables a las acciones de las 
empresas firmantes durante la prestación de servicios se seguridad en entornos 
complejos”146. 
 
Es decir, no se limita a las situaciones de conflicto armado, sino que abarca cualquier 
contrato sea cual sea la situación en la que se prestan, siempre que puedan ser 
calificadas de `complejas´. Sin embargo, si este texto fuese jurídicamente vinculante 
cabría preguntarse si `servicios de seguridad´ englobaría también acciones ofensivas en 
las que participen las EMSP147.  
 
El apartado relativo a los principios específicos a la conducta del personal hace 
referencia expresa al respeto a la dignidad, la humanidad y la vida privada de las 
personas148; al deber de hacer uso de la fuerza solo en la medida en que sea 
estrictamente necesario149; a la detención y el arresto de personas150; a la prohibición de 
                                                          
144
  URBINA, Julio Jorge;  “Nuevos retos para la aplicación del Derecho internacional humanitario frente 
a la "privatización" de la violencia en los conflictos armados” en Estudios de derecho internacional y de 
derecho europeo en homenaje al professor Manuel Pérez González, Valencia, Tirant lo Blanch, Vol. 1, 
2012, p. 720. 
145
 Orientaciones Provisionales para las op. cit. anexo, punto 2.1, p.4. 
146
 ICOC, párr. 13. 
147BALLESTEROS MOYA, Vanessa; “Las empresas militares..., op. cit., pp. 8-9. 
148
 ICOC, párr. 28. 
149
 Ibid., párr. 29 a 32. 
150
 Ibid., párr. 33 y 34. 
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la tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes151, de la explotación sexual o 
cualquier otra forma de abuso o violencia sexual o de género152, de la trata de seres 
humanos153 y de la esclavitud o los trabajos forzados154 haciendo una referencia especial 
en los casos en que se trate de menores de 18 años155. 
 
En materia de gestión y gobernanza, las empresas adheridas al ICOC se comprometen a 
adaptar sus políticas de empresa con el fin de adecuarlas a los contendidos del código, 
así como a ejercer la diligencia debida en la selección y contratación del personal –ya 
sea subcontratado o no- , habiendo de comprobar los antecedentes personales de los 
candidatos y descartando a todos aquellos menores de 18 años. También se 
comprometen a formar al personal para que ejerza su actividad de acuerdo con los 
principios del ICOC y someterlo a evaluaciones tanto en este sentido como en lo 
relativo al manejo de armas. Asimismo, se establecen unas directrices en materia de 
manipulación de material bélico  y un sistema de notificación e investigación de 
incidentes ocurridos en el transcurso de la actividad empresarial, así como el 
establecimiento de procedimientos para atender las reclamaciones del personal o de 
terceros por incumplimiento de los principios del ICOC.   
 
En otro orden de cosas, para dotar al ICOC de apoyo institucional – y de acuerdo con el 
párrafo 11 del mismo- se creó el Comité Directivo del ICOC. Este órgano es el 
encargado de desarrollar y documentar mecanismos independientes de gobernanza y 
supervisión. El Comité está integrado por cuatro representantes de las empresas, tres 
miembros de los gobiernos de los Estados cuyas empresas se encuentran adheridas al 
ICOC y tres representantes de la sociedad civil156.  Para la adopción de decisiones, el 
Comité funciona mediante consenso aunque, excepcionalmente, cabe la posibilidad de 
someter las cuestiones a votación en los casos en que resulte imposible lograr un 
consenso, supuesto en el que al menos uno de los miembros de cada uno de los grupos 
                                                          
151
 Ibid., párr. 35 a 37. 
152
 Ibid., párr. 38. 
153
 Ibid., párr. 39. 
154
 Ibid., párr. 40. 
155
 Ibid., párr. 41. 
156
 En la actalidad forman parte del Comité representantes de Triple Canopy (EE.UU.), GardaWorld 
(Canadá), Drum Cussac y Aegis (Reino Unido); miembros del Departamento de Estado de EE.UU., del 
Departamento de Asuntos Exteriores y Comercio de Australia y de la Oficina de Relaciones Exteriores de 
la Commonwealth; así como Human Rights Watch, Human Rights First y Geneva Centre for Security 
Policy (GCSP). Información obtenida de http://www.icoc-psp.org/ICoC_Steering_Committee.html 
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del comité – empresas, gobiernos y sociedad civil- debe votar a favor. De este modo, 
puede afirmarse que cada uno de los grupos tiene derecho de veto de las decisiones. En 
la actualidad el Comité, junto a las Asociación del ICOC, trabaja en la certificación de 
las empresas miembros y el seguimiento de las mismas mediante la presentación de 
informes, comprometiéndose a realizar una difusión de los mismoe entre las partes 
interesadas, incluyendo a los clientes de las EMSP y organizaciones centradas en la 
protección de derechos humanos.157 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
157
 Así lo manifestó la Asociación del ICOC en la declaración hecha el 27 de Abril de 2015 en el seno de 
la cuarta sesión del Grupo de Trabajo sobre EMSP. El texto íntegro  se encuentra en la página web 
http://www.ohchr.org/EN/HRBodies/HRC/WGMilitary/Pages/OEIWGMilitarySession4.aspx 
 
 
 49 
  
 
 
4. Responsabilidad internacional del Estado por actos de las empresas 
militares y de seguridad privada en la lucha contra la piratería: 
atribución.  
 
 
El artículo 2. a) del Proyecto de Artículos de la Comisión de Derecho Internacional 
sobre la Responsabilidad del Estado por hechos Internacionalmente Ilícitos (en adelante 
`Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado´) exige que la acción u 
omisión que constituye el hecho ilícito internacional sea atribuible al Estado.  Este 
apartado pretende examinar las posibles vías por las que un acto ilícito de las ESPEBE 
podría llegar a atribuirse al Estado español. 
 
 Para ello, primeramente se analizará la posibilidad de considerar a las EMSP que son 
contratadas para llevar a cabo las labores de protección de embarcaciones frente a 
ataques y robos que las mismas puedan sufrir durante la navegación en aguas 
consideradas de alto riesgo como parte de los órganos del Estado, lo cual determinará la 
aplicabilidad el criterio según el cual los actos de los órganos del Estado se considerarán 
como actos del Estado, y por lo tanto resultaría responsable de los mismos frente al 
Derecho Internacional. Seguidamente, se abordarán los supuestos en los que el 
comportamiento de particulares, ajenos a la estructura orgánica del Estado, resulta 
atribuible al Estado. Finalmente se examinará la posibilidad de que el Estado, mediante 
decisión unilateral, asuma como propia la conducta que da lugar a un hecho 
internacionalmente ilícito, con posterioridad a que este se produzca. 
 
De resultar viable cualquiera de estos presupuestos, las violaciones de derecho 
internacional producidas por los integrantes de una ESPEBE, o la ESPEBE en su 
conjunto, serían atribuibles al Estado español y en consecuencia este resultaría 
responsable por tales actos ante la Sociedad Internacional. Siempre y cuando pueda 
afirmarse que existe una violación de derecho internacional, cuestión que se trata en 
profundidad en el apartado 5. 
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4.1. La posibilidad de considerar a los miembros de las empresas que prestan 
servicios de seguridad privada embarcadas en buques españoles como parte de los 
órganos del Estado.  
 
El artículo 4 del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado contempla la 
posibilidad de considerar los actos de los órganos del Estado como imputables al mismo 
Estado, con independencia de sus atribuciones funcionales o su posición dentro del 
organigrama estatal. Para la determinar si un ente es parte del organigrama estatal, el 
Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado establece que se atenderá a la 
normativa interna del Estado158. Por consiguiente, en este apartado se indagará en la 
legislación española acerca de si las ESPEBE pueden incluirse dentro de alguno de los 
órganos del Estado.   
 
La modificación del Reglamento de Seguridad Privada por el Real Decreto 1628/2009 
vino a autorizar el uso de armas de fuego en las tareas de vigilancia por empresas 
privadas en “buques mercantes y buques pesqueros que naveguen bajo bandera 
española en aguas en las que exista grave riesgo para la seguridad de las personas o 
de los bienes, o para ambos”159. Este tipo de actividad se encuentra dentro del ámbito 
del mantenimiento de la seguridad, siendo uno de los elementos  que lo integran el  
“auxiliar y proteger a las personas y asegurar la conservación y custodia de los bienes 
que se encuentren en situación de peligro por cualquier causa”160.  Según la legislación 
española, esta es una competencia propia del poder ejecutivo161 y por lo tanto dentro del 
Gobierno de España. La autorización del Real Decreto 1628/2009 queda condicionada a 
la existencia de una valoración de necesidad favorable emanada de las Direcciones 
Generales de la Policía y/o de la Guardia Civil162. Esto implica que el Ministerio del 
Interior -con la asistencia del Ministerio de Defensa en ciertas circunstancias- es el 
órgano del Estado encargado de supervisar la prestación de esta clase de servicios163. 
                                                          
158
 Art.4.2, Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado. 
159
 Art.81, Real Decreto 2364/1994, op. cit. 
160
 Art. 11.1.b, Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 
161
 Ibid., Art.1.1.  
162
 Art.81, Real Decreto 2364/1994, op. cit. 
163
 Véase las diversas disposiciones de la Orden PRE/2914/2009, de 30 de octubre que desarrolla lo 
dispuesto en el Real Decreto 1628/2009, de 30 de octubre, por el que se modifican determinados 
preceptos del Reglamento de Seguridad Privada, aprobado por Real Decreto 2364/1994, de 9 de 
diciembre, y del Reglamento de Armas, aprobado por Real Decreto 137/1993, de 29 de enero. Así mismo, 
en el caso de las armas de fuego, las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil se 
encuentra integrada en el Ministerio del Interior tal y como establecen los artículos 3 y 4 del Real Decreto 
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Sin embargo, entre sus atribuciones no se encuentra la de contratar los servicios de 
vigilancia sino la verificación de la existencia de una necesidad real de contratación de 
servicios de seguridad y vigilancia con armas de fuego y armamento de guerra, así 
mimo el control de esta clase de armamento164. Dicho de otro modo, no es el Gobierno 
el que contrata a las ESPEBE para llevar a cabo estas tareas sino que son las navieras y 
los armadores los que firman el contrato con las ESPEBE.  
 
Así mismo, puede surgir la duda de si las ESPEBE forman parte de alguno de los 
cuerpos militares y/o de seguridad del Estado.  La Ley Orgánica 2/1986, de 13 de 
marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad establece que el ejercicio de la seguridad 
pública se encuentra en manos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.165 Estas, a su 
vez,  están formadas por la Policía Nacional, la Guardia Civil, los cuerpos de seguridad 
de las Comunidades Autónomas y las diferentes policías locales166. Como puede 
apreciarse en ningún momento se hace alusión a la prestación de esta clase de servicios 
por EMSP, por lo cual no parece posible incluir a las ESPEBE dentro de esta categoría 
y por lo tanto quedan fuera de la órbita del Ministerio del Interior. También dentro del 
Gobierno, puede plantearse la posibilidad de que las EMSP se encuentran integradas en 
el Ministerio de Defensa, puesto que la Constitución Española (en adelante `CE´) 
menciona que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía están integradas por 
militares profesionales y otros miembros en activo.167 En cuanto al ejército profesional, 
según la Ley Orgánica 5/2005, de la Defensa Nacional, las Fuerzas Armadas están 
formadas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire.168 De nuevo se 
omite toda referencia a personas o entidades privadas. Siendo así,  parece que no pueda 
considerarse a las ESPEBE como parte de los órganos de la administración española. 
 
De todos modos, el artículo 4.2 del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del 
Estado no deja exclusivamente en manos del legislador interno el determinar que se 
                                                                                                                                                                          
400/2012, de 17 de febrero, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio del 
Interior. 
164
 Art. 86.1,2 y 4 del Real Decreto 2364/1994, op. cit., así como los apartados Tercero, Cuarto, Quinto, 
Octavo y Décimo de la Orden PRE/2914/2009, de 30 de octubre que desarrolla lo dispuesto en el Real 
Decreto 1628/2009, de 30 de octubre, por el que se modifican determinados preceptos del Reglamento de 
Seguridad Privada. 
165
 Vid., Art 104, CE y Art.1.4.Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 
166
 Ibid., Art.2. 
167
 Art. 70.1.e), CE. 
168
 Art. 10.1 Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional. 
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entiende por órganos del Estado, sino que, si bien “seguía siendo un criterio decisivo 
para la definición de “órgano” […] no era ya el criterio exclusivo, ofreciendo el 
Derecho internacional un margen de apreciación”169. Sobre este particular se refiere el 
Relator James Crawford en el comentario 11º al artículo 4 del Proyecto de Artículos 
sobre Responsabilidad del Estado:  
 
“[…] No basta con remitirse al derecho interno en lo que respecta a la condición 
jurídica de los órganos del Estado. En algunos sistemas la condición jurídica y las 
funciones de diversas entidades están determinadas no sólo por la ley, sino también por 
la práctica, y referirse exclusivamente al derecho interno puede inducir a error. Además, 
es posible que el derecho interno de un Estado no determine, de forma exhaustiva o no, 
qué entidades tienen la condición de `órganos´. En tales casos, en tanto que los poderes 
de una entidad y su relación con los demás órganos, según el derecho interno, pueden ser 
pertinentes para clasificarla como `órgano´, el propio derecho interno no realizará la 
labor de clasificación. Incluso si lo hace, el término `órgano´ utilizado en derecho 
interno puede tener un significado  especializado y no el amplio sentido que tiene en el 
artículo 4. Por ejemplo, en algunos sistemas jurídicos el término `gobierno´ se refiere 
solamente a los órganos de la máxima categoría, como el Jefe del Estado y el consejo de 
ministros. En otros, la policía goza de una posición jurídica especial, independiente del 
ejecutivo, lo que no significa que, a efectos del derecho internacional, no sea un órgano 
del Estado. En consecuencia, un Estado no puede eludir su responsabilidad por el 
comportamiento de una entidad que actúa en realidad como uno de sus órganos negando 
simplemente que tenga tal condición en su propio derecho. Para tener esto en cuenta, se 
emplea la palabra `incluye´ en el párrafo 2” 170 
 
Puede observarse, como esta ampliación del concepto `órgano´ comporta un cierto 
solapamiento con el criterio de atribución referente al ejercicio de iure de atribuciones 
propias del poder público (artículo  del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del 
Estado)171. Pese a ello, resulta necesario hacer aquí una referencia a dicha ampliación 
del concepto `órgano´.  
 
La misma Ley Orgánica de Defensa Nacional reconoce que uno de los objetivos de la 
política de defensa es contribuir a la “preservación de la paz y seguridad 
internacionales”172. El artículo 24.1 de la Carta de Naciones Unidas deja esta 
competencia en manos del Consejo de Seguridad que, a su vez mediante las resolución 
1816 (2008), autorizó a los Estados a hacer uso de la fuerza en aguas territoriales de 
                                                          
169
 GUTIÉREZ ESPADA, Cesáreo.; El hecho ilícito internacional, Dykinson, Madrid, 2005, pp. 83-84 
170
 Informe de la CDI, 53º periodo de sesiones (23 abril – 1 junio y 2 de julio – 10 agosto), Supplement 
No. 10 (A/56/10), comentario 11º al art. 4. Incluido en A/CN.4/SER.A/2001/Add.1, doc.cit. Vol. II, 2ª 
parte, 2001, p. 42. 
171
 Véase el apartado A) del epígrafe 3.2 del presente trabajo. Vid. GUTIÉREZ ESPADA, Cesáreo.; El 
hecho ilícito… op.cit.,p.84. 
172
 Ibid. Art. 2.  
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Somalia con el fin de reprimir actos de piratería y robo a mano armada en el mar173. 
Gracias a este, queda justificado el uso de armas de guerra por las ESPEBE; hecho que 
hace posible afirmar que  estas empresas están llevando a cabo una actividad propia de 
la política de defensa. En consecuencia, aunque formalmente el derecho español no las 
considere a ninguna clase de EMSP como parte de los órganos del Estado, pueden llegar 
a tener esa consideración en la medida en que participan de la política de defensa, el 
desarrollo y la ejecución de la cual se encuentra en manos del Ministerio de Defensa.174 
 
 
4.2.  La atribución del comportamientos de particulares. 
 
Si bien el Estado y, a través de él, las organizaciones internacionales son los únicos 
titulares de subjetividad de derecho internacional, ya hace tiempo que el Derecho 
Internacional Público viene interesándose por ciertos aspectos referidos a los sujetos de 
derecho privado. Tal es el caso del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del 
Estado donde se contemplan algunas circunstancias que hacen que  el comportamiento 
de particulares, ajenos al organigrama estatal, puede ser atribuible al Estado. La primera 
de ellas se refiere a los supuestos en que los particulares actúan ejerciendo atribuciones 
propias del poder público mediante habilitación legal para su realización. En este 
apartado se analizará cada uno de los requisitos necesarios para que pueda considerarse 
que la actividad responde a tal mandato. Seguidamente, se abordará la posibilidad de 
considerar que las ESPEBE actúan de facto bajo el control del Estado español y la 
medida en que este control resulta suficiente para atribuir responsabilidad al Estado por 
los ilícitos que las ESPEBE pudiesen llegar a cometer.  Finalmente,  se estudiará el 
supuesto contemplado en el artículo 9 del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad 
del Estado, referido a los casos en que los particulares actúan en ausencia o defecto de 
las autoridades oficiales, así como su aplicabilidad en el caso de las ESPEBE. 
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 S/RES/1816 (2008), de 2 de junio, 7. 
174
 Art. 7, Ley Orgánica 5/2005, op.cit. 
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4.2.1. El ejercicio de iure de atribuciones propias del poder público 
 
Aunque a principios de la década de 1970 el fenómeno de las EMSP no había adquirido 
aún una notoriedad significativa175, los redactores del Proyecto de Artículos sobre 
Responsabilidad del Estado sí vislumbraban una tendencia creciente  de distanciamiento 
entre las entidades que venían ejerciendo diversos tipos de prestaciones propias del 
Estado y la administración pública176. Por esa razón se estimó necesario incluir un 
precepto que hiciese posible considerar como hecho internacionalmente ilícito atribuible 
al Estado aquel que, pese a haber sido realizado por una persona o entidad que no se 
encuentra dentro del organigrama del Estado, sí haya sido facultado por este para ejercer 
atribuciones propias del poder público.  De este modo el artículo 5 del Proyecto de 
Artículos sobre Responsabilidad del Estado quedó redactado de la siguiente manera: 
 
 “Se considerará hecho del Estado según el derecho internacional el comportamiento de 
una persona o entidad que no sea órgano del Estado según el artículo 4, pero esté 
facultada por el derecho de ese Estado para ejercer atribuciones del poder público, 
siempre que, en el caso de que se trate, la persona o entidad actúe en esa capacidad.” 
 
Como puede observarse, este artículo consta de tres elementos esenciales: el ejercicio de 
atribuciones del poder público, la existencia de un vínculo de iure y la actuación en 
ejercicio de las atribuciones del poder público delegadas. Por lo tanto, resulta necesario 
analizar si, en el supuesto que centra la atención de este estudio, se puede identificar 
cada uno de estos requisitos que comportarían que, en el caso de producirse un hecho 
internacionalmente ilícito por parte de los miembros de una de las ESPEBE, este fuese 
subsumible en este artículo del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado. 
 
 
 
                                                          
175
 Pese a que la constancia de la creación de las que pueden ser consideradas como primeras EMSP se 
remontan a 1931 -en el caso de la estadounidense Vinnell Corporation- y 1967 -  respecto a la británica 
Watchguard International -,  LABOIRE IGLESIAS fija en la segunda mitad de 1970 fecha de inicio del 
fenómeno de auge y expansión de las EMSP.  Al respecto véase LABOIRE IGLESIAS, Mario Ángel;  La 
privatización de … op. cit, pp. 100 y ss. Sin embargo, podrían hallarse antecedentes más remotos en las 
diversas Compañías de Indias surgidas en las metrópolis europeas durante los siglos XVI y XVII, las 
cuales estaban facultadas para ejercer diversos poderes soberanos; sobre ello véase WHITE, Nigel D. and 
MACLEOD, Sorcha; “EU operations and private military contractors: issues of corporate and institutional 
responsibility”, The European Journal of International Law, Vol. 19, Núm. 5, 2008, p. 969 y; 
KONSTAM, Angus.; Piracy: The Complet History, Osprey, Oxford, 2008, p. 250. 
176
 AGO, Roberto, Informe, A/CN.4/SERA/1971/Add.l, Anuario de la Comisión de Derecho 
Internacional, Vol. II, 1ª parte, 1971, p. 274, pará. 164. 
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a. Las atribuciones del poder público.  
 
La redacción del artículo 5 viene inspirada por un criterio de atribución de carácter 
funcional177, en la base del cual se encuentra la idea de que el Estado debe considerarse 
como responsable por todos aquellos actos que  son inherentes a la naturaleza de este.  
Este discernimiento arroja luz sobre la cuestión terminológica que plantea H. Torroja 
sobre si el fenómeno de las EMSP responde a un proceso de `privatización´ o de 
`delegación/externalización´, habiendo de decantarse la balanza hacia este último, 
puesto que “la `externalización´ (equiparable a la delegación) conllevaría que el 
órgano del poder público sigue guardando la titularidad y la responsabilidad del 
control de la gestión de ese servicio; [mientras que] en la `privatización´ sin embargo, 
la empresa adjudicataria sería la responsable del servicio asignado.” 178. 
 
Para proceder a la atribución en base a este precepto del Proyecto de Artículos sobre 
Responsabilidad del Estado, resulta preciso determinar si las actividades que realizan las 
ESPEBE pueden ser consideradas como atribuciones del poder público.  En opinión del 
Relator Especial J. Crawford, “Beyond a certain limit, what is regarded as 
“governmental” depends on the particular society, its history and traditions”179. 
Históricamente, el nacimiento de los Estados ha llevado aparejada la idea de soberanía, 
que a su vez se materializa en la existencia de un aparato del estado profesional y 
permanente (administración pública) y la titularidad exclusiva del poder de coerción 
armada, tanto referida al mantenimiento del orden público como a la defensa exterior180.  
De este modo resultaría correcto afirmar  que “la seguridad y el uso de la fuerza son 
funciones inherentes a la soberanía del Estado”181. En esta  misma línea se pronunció el 
Consejo Federal Suizo al afirmar que “the state monopoly of the use of force indubitably 
constitutes the core of the state security system”182. En el caso concreto español, la 
anterior Ley de Segundad Privada –que era la vigente en el momento en que aprobaron 
                                                          
177
 BALLESTEROS MOYA, Vanessa; “Las empresas militares..., op. cit.,p.30. 
178
 TORROJA MATEU, Helena; “La Competencia soberana de coerción armada y la protección de la 
dignidad humana”, en El derecho internacional de los derechos humanos en períodos de crisis: estudios 
desde la perspectiva de su aplicabilidad,  Marcial Pons, Madrid, 2013, pp. 128. 
179
 CRAWFORD, James;The International Law Commission's Articles on State Responsibility, 
Introduction, Text and Commentaries, Cambridge University Press, U.K., 2002, p.100. 
180
 TORROJA MATEU, Helena; “La Competencia soberana …. op. cit.,  pp. 129-130. 
181
 SAURA ESTEPÀ, Jaume; “Las empresas militares…, op. cit., p.2. 
182
 Report by the Swiss Federal Council on Private Security and Military Companies (report to the 
Parliment in response to the Stähelin Postulate 04.3267 of 1 June 2004. Private Security Companies) of 2 
Decembrer 2005, pp 9-10. 
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el Real Decreto 1628/2009 y Orden PRE/2914/2009 que pusieron en marcha la 
prestación de los servicios de seguridad con armas de fuego a bordo de los buques 
españoles- establecía que “La seguridad representa uno de los pilares básicos de la 
convivencia y, por tanto, su garantía constituye una actividad esencial a la existencia 
misma del Estado moderno que, en tal condición, se ejerce en régimen de monopolio 
por el poder público”183.  
 
En base a estas afirmaciones y atendiendo a que la Ley de Seguridad Privada española 
establece que se prestarán con armas de fuego  los servicios “de vigilancia y protección 
en buques mercantes y buques pesqueros que naveguen bajo bandera española en 
aguas en las que exista grave riesgo para la seguridad de las personas o de los 
bienes”184, cabría considerar las actividades de las ESPEBE que centran el presente 
estudio dentro del campo de la seguridad y el uso de la fuerza (si bien no procede aquí 
entrar en valoraciones referentes a si, respecto de los buques que han contratado estos 
servicios, se trata de una actividad englobable dentro del ámbito mantenimiento del 
orden público o de la defensa exterior) y por consiguiente, dentro de una de las 
atribuciones propias del poder público. 
 
b. La vinculación de iure: existencia de habilitación legal  
 
En cuanto a la forma en que debe producirse la capacitación de los particulares para 
llevar a cabo dichas atribuciones propias del poder público,  el artículo 5 del Proyecto 
de Artículos sobre Responsabilidad del Estado tan solo requiere “estar facultado por el 
derecho del Estado” de manera que no se estableció ningún tipo de requisito formal. De 
esta manera un acto del poder ejecutivo del Estado, siempre que cumpla con los 
requisitos que el derecho vigente de ese Estado establezca, sería válido a efectos de 
considerar como responsable al Estado por los ilícitos internacionales que un 
determinado particular, autorizado para realizar los actos característicos de las 
atribuciones que le han sido delegadas, cometa.  
 
Tal y como prevé el artículo 97 CE, es el Gobierno el órgano del Estado encargado de 
llevar a cabo la política interior y exterior, dentro de las cuales se enmarca la seguridad. 
                                                          
183
 Apartado 1 de la Exposición de Motivos de Ley  23/1992, de 30 de julio, de Segundad Privada. 
184
 Art. 40.c) de la Ley 5/2014, op. cit. 
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Como se ha mencionado anteriormente, en el supuesto que nos ocupa la autorización 
fue concedida mediante el  Real Decreto 1628/2009, un acto normativo del Gobierno 
que modifica diversos reglamentos ya existentes (el de Seguridad Privada y el de 
Armas).  En ese momento el Gobierno estaba ejerciendo la potestad reglamentaria que 
le otorga el artículo 97 CE, al igual que hace al adoptar la Orden PRE/2914/2009 de 
desarrollo del Real Decreto 1628/2009, con rango de ley. Siendo así parece quedar claro 
que la fórmula empleada para encargar a las ESPEBE la seguridad y protección de los 
buques españoles se hizo de acuerdo al derecho español, y en consecuencia, de forma 
válida a los efectos de la atribución de responsabilidad al Estado español por los ilícitos 
internacionales que puedan cometer los miembros de estas empresas, de acuerdo con el 
artículo 5 del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado. 
 
c. La actuación en ejercicio de atribuciones del poder público 
 
Finalmente, debe aclarase la cuestión relativa al tipo de actos que quedan cubiertos por 
este precepto. V. Ballesteros señala que de este modo quedarían reconocidos como actos 
atribuibles al Estado tanto los comportamientos que se diesen en el marco de la potestad 
pública delegada, así como cuales quiera otros que los miembros de las ESPEBE 
llevasen a cabo aun excediendo los límites del mandato de seguridad185. En otras 
palabras, en el supuesto de que si uno de los vigilantes, durante el tiempo que el barco 
recala en puerto, se enzarzase en una trifulca cuyo resultado fuese la muerte de una 
persona como consecuencia de los disparos del arma asignada al vigilante, sería también 
un hecho potencialmente atribuible a España. Parece correcto afirmar que de resultar el 
Estado también responsable por actos ultra vires se reduciría el riesgo de producción de 
este tipo de actos pues se vería como necesaria una supervisión mayor de las EMSP186. 
Sin embargo, aunque pueda resultar deseable, no es subsumible en la letra del artículo 5 
del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado puesto que este resulta 
claro al establecer que “siempre que, en el caso de que se trate, la persona o entidad 
actúe en esa capacidad”, lo cual excluiría cualquier clase de comportamiento a título 
privado de los miembros de las EMSP.   
 
                                                          
185
 Vid., BALLESTEROS MOYA, Vanessa; “Las empresas militares..., op. cit., p.7. 
186
 Ibíd.  
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Ello no implica que los hechos atribuibles al Estado se limiten solo al contenido del 
Real Decreto 1628/2009 y la Orden PRE/2914/2009, sino que más bien existe también 
cobertura respecto de los casos de extralimitación.  Un supuesto de estas características 
podría ser, por ejemplo, el uso de cierto armamento no autorizado por el derecho 
español para llevar a cabo las tareas de seguridad encomendadas a estas empresas. En 
tal tipo de casos, podría resultar aplicable el criterio contenido en el artículo 7 del 
Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado: 
 
“El comportamiento de un órgano del Estado o de una persona o entidad facultada para 
ejercer atribuciones del poder público se considerará hecho del Estado según el derecho 
internacional si tal órgano, persona o entidad actúa en esa condición, aunque se exceda en 
su competencia o contravenga sus instrucciones.” 
 
 
 
4.2.2. El control eficaz y la doctrina de la responsabilidad de mando. 
 
Ya en los trabajos preparatorios del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del 
Estado de 1974 se consideró la posibilidad de atribuir también al Estado responsabilidad 
por el comportamiento de particulares que llevasen a cabo actividades que pudiesen 
considerarse a cargo del Estado, aunque no existiese ningún mandato formal o válido 
para el ejercicio de estas funciones. De este modo, el artículo 8 aprobado en primera 
lectura establecía que:  
 
 “Se considerará también hecho del Estado según el derecho internacional el 
comportamiento de una persona o de un grupo de personas si: 
a) consta que esa persona o ese grupo de personas actuaba de hecho por cuenta de ese 
Estado; o 
b) esa persona o ese grupo de personas ejercía de hecho prerrogativas del poder público 
en defecto de las autoridades oficiales y en circunstancias que justificaban el ejercicio de 
esas prerrogativas.”187. 
 
Tal y como se señalaba en los comentarios al artículo, dicho precepto requería que 
"debe efectivamente probarse que la persona o grupo de personas han sido 
verdaderamente encargados por órganos del Estado de desempeñar una determinada 
                                                          
187
  Texto del proyecto de artículos sobre la responsabilidad de los Estados aprobado provisionalmente en 
primera lectura, A/CN.4/SER.A/1974/Add.l, Anuario de la Comisión de Derecho Internacional Vol. II, 1ª 
parte, 1974,  pp.287. 
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función o de ejecutar una determinada tarea"188. Ello implicaba que, para entender 
producido el supuesto contemplado, debía mediar una orden concreta de actuación. En 
los años siguientes se produjeron sendas discusiones acerca del alcance de este control y 
de sí resultaba suficiente la existencia de actos del Estado  alentando y promoviendo la 
actividad de los particulares. El debate se materializó en el seno de TIJ puesto que 
mientras que en el Asunto de la Embajada de Estados Unidos en Teherán se defendía la 
necesidad de que mediase un `encargo específico´; en el Asunto Nicaragua se consideró 
que debía ser probada la existencia de un `control efectivo´189.  Si bien `encargo 
específico´ puede considerarse  equivalente a `orden concreta´ de la que hablaba la CDI, 
el `control efectivo´ deja abierta la puerta a la inclusión de mayor numero de conductas 
como subsumibles en el artículo 8 del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del 
Estado, pues basta que el Estado ejerza un control o dirección190. Esta fue la 
interpretación que realizó también el relator especial J. Crawford en 1998, de manera 
que el artículo 8 quedó redactado como sigue: 
 
“Se considerará hecho del Estado según el derecho internacional el comportamiento de 
una persona o de un grupo de personas si esa persona o ese grupo de personas actúa de 
hecho por instrucciones o bajo la dirección o el control de ese Estado al observar ese 
comportamiento”. 
 
Como afirma MORENO FERNÁNDEZ, “según el artículo 8 definitivo, el Estado es 
responsable por el comportamiento de los particulares que actúan en su nombre o “de 
facto”, i) si esas personas tienen instrucciones precisas de lo que deben hacer o ii) si 
esas personas al llevar a cabo el comportamiento han sido dirigidos o controlados por 
el Estado, aunque este no le haya dado instrucciones precisas”.191 Es este segundo 
supuesto en el que nos vamos a centrar para determinar si resultaría útil este precepto 
para atribuir al Estado español responsabilidad respecto de los actos cometidos por las 
ESPEBE. Para ello, seguidamente, procederemos a examinar el grado de control que 
España ejerce sobre las ESPEBE a través de  la normativa relativa a la prestación de 
servicios de seguridad con armas de fuego y/o guerra a bordo de los buques españoles 
que navegan en aguas consideradas peligrosas.  De este modo será posible analizar si 
                                                          
188
 Ibid., p.289, pár. 8. 
189
 Vid.,MORENO FERNÁNDEZ, Abel G.; “La atribución al Estado de responsabilidad internacional por 
los hechos ilícitos de los particulares e intentos de flexibilización”, Revista Electrónica de Estudios 
Internacionales, Núm. 12, 2006, pp.14-23. 
190
 Ibid. 
191
 Ibíd., p.21. 
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puede considerarse que existe una relación de subordinación entre el Estado español y 
las ESPEBE.  
 
a. La regulación española de la actividad de las empresas que prestan 
servicios de seguridad privada embarcadas en buques españoles. 
 
El Reglamento de Seguridad Privada, a raíz de la modificación operada por el Real 
Decreto 1628/2009, prevé la posibilidad de hacer uso de armas de guerra para la 
prestación de servicios en buques pesqueros y mercantes de bandera española que 
naveguen en aguas en las que exista grave riesgo para la seguridad de las personas y/o 
de los bienes.192 Pese a ello, en este texto no se regulan las condiciones para la 
prestación de este tipo de servicios sino que se hace una mera remisión a “las 
condiciones y con los requisitos que se determinen, de manera conjunta, por los 
Ministerios de Defensa y de Interior”193.  
 
Por su parte, en el Reglamento de Armas se hace una enumeración de aquellas armas 
que tienen la consideración de armas de guerra y se señala que respecto de las ESPEBE 
será una a Orden Ministerial elaborada mediante propuesta conjunta de los Ministerios 
de Defensa y de Interior, la que regule los aspectos referidos a las armas de guerra que 
se les autoriza a emplear así como otros términos referidos a “la tenencia, control, 
utilización y, en su caso, adquisición” de esas armas.194  
 
Esta Orden Ministerial es la PRE/2914/2009, de 30 de octubre. En su disposición 
Segunda se referencian aquellas armas de guerra que pueden emplear las ESPEBE, y a 
continuación, se detalla el procedimiento de autorización que debe seguirse ante el 
Ministerio del Interior para que la prestación de servicios sea autorizada195. Lo más 
destacable de este procedimiento es que es la empresa armadora la que realiza la 
solicitud indicando en ella la empresa con la que pretende firmar el contrato de servicios 
y el nombre de cada uno de los vigilantes que han de prestar el servicio, así como la 
relación detallada del armamento y munición a emplear y las causas que motivan la 
solicitud. Durante el transcurso del procedimiento se solicita informe del Ministerio de 
                                                          
192
 Art. 86.4, en relación al art. 81, del Real Decreto 2364/1994, op. cit. 
193
 Ibíd. 
194
 Art. 6, Real Decreto 137/1993, op.cit. 
195
 Cuarto, Orden PRE/2914/2009, op. cit. 
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Defensa relativo a la adecuación del armamento solicitado. El alto grado de supervisión 
que se hace del servicio queda patente en el hecho de que la autorización tiene una 
vigencia de un año, prorrogable de año en año  previa solicitud al Ministerio del 
Interior.196  Una vez obtenida la autorización de servicio de seguridad, debe presentarse 
al Ministerio del Interior  la solicitud de adquisición de armas que será concedida previo 
informe favorable del Ministerio de Defensa197.  
 
En cuanto al control de las armas y municiones,  también se establece un sistema de 
autorización para su traslado y se detalla el modo en que debe ser realizado.198 Así 
mismo, se establece un procedimiento según el cual semanalmente el jefe de seguridad 
de la ESPEBE debe ser informado sobre el estado de conservación y el lugar donde se 
encuentran las armas y municiones, que deberá ser anotado en un Libro Registro de 
Entrada y Salida de Armas que, a su vez, supervisará la Intervención Central de Armas 
y Explosivos de la Guardia Civil (ICAE). La ICAE  ha de ser así mismo informada de 
cualquier incidencia sobre el uso y custodia que suceda. 
 
Respecto a la tenencia y uso de las armas la Orden PRE/2914/2009 se remite a ley y el 
reglamento de Seguridad Privada199 así como a los reglamentos de Armas200 y 
Explosivos201. Así mismo se exonera de responsabilidad a las autoridades públicas por 
la inadecuada utilización, custodia y conservación de las armas y establece que el uso 
que debe hacerse de las mismas ha de ser meramente preventivo y disuasorio, aunque 
excepcionalmente pueden emplearse como medio de defensa  para repeler agresiones, 
siguiendo los principios de idoneidad y proporcionalidad202. 
 
En resumidas cuentas, y tal y como se expresa en la exposición de motivos de la Ley 
5/2014 de Seguridad Privada, existen un “conjunto de controles e intervenciones 
administrativas que condicionan el ejercicio de las actividades de seguridad por los 
particulares. Ello significa que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad han de estar 
permanentemente presentes en el desarrollo de las actividades privadas de seguridad, 
                                                          
196
 Ibíd., Undécimo. 
197
 Ibíd., Quinto. 
198
 Ibíd., Noveno. 
199
 Ley 5/2014, op. cit.; y el Real Decreto 137/1993, op. cit. 
200
 Aprobado por el Real Decreto 137/1993, de 29 de enero. 
201
 Aprobado por Real Decreto 230/1998, de 16 de febrero. 
202
 Sexto, Orden PRE/2914/2009, op. cit. 
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conociendo la información trascendente para la seguridad pública que en las mismas 
se genera y actuando con protagonismo indiscutible, siempre que tales actividades 
detecten el acaecimiento de hechos delictivos o que puedan afectar a la seguridad 
ciudadana”. De este modo puede afirmarse que la administración pública española 
ejerce un control general de los servicios prestados por las ESPEBE. Sin embargo, de 
nuevo surge la cuestión relativa a si dicho control cumple con los estándares de 
diligencia debida para evitar la comisión de lo que la propia Ley 5/2014 denomina 
`hechos delictivos´ a nivel internacional. Pues no hay que olvidar que, en el momento 
que las `actividades de seguridad por los particulares´ se desarrollan más allá de la 
frontera del Estado, ya no existe tan solo un deber de protección al `ciudadano´ sino que 
también existen otros elementos que requieren ser protegidos en aras del derecho 
internacional203. Tal sería el caso de la protección de derechos humanos, elemento este 
al que, como hemos podido comprobar, no hace referencia alguna la regulación 
española. 
 
b. La existencia de relación superior-subordinado. 
 
Anteriormente se ha hecho referencia a que ni el Ministerio del Interior ni el Ministerio 
de Defensa, y por ende ningún mando militar, ejercen ningún tipo de control directo 
sobre las ESPEBE que realizan su actividad en base al Real Decreto 1628/2009. Si bien 
no existe una cadena de mando oficial, lo que si se da es un grado de supervisión por 
parte del Estado, como hemos visto en el apartado anterior. Esto resultaría útil a los 
efectos de atribuir responsabilidad al Estado español si atendemos a las nuevas 
interpretaciones que se han hecho del artículo 8 del Proyecto de Artículos sobre 
Responsabilidad del Estado. 
 
En 1999 el Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia (en adelante TPIY) da un paso 
más en la definición del grado de control que debe ejercer el Estado sobre los 
particulares, elaborando la tesis según la cual la existencia de un control general resulta 
suficiente para atribuir los hechos al Estado204.  De manera general el TPIY considera 
que “when a State entrusts a private individual (or group of individuals) with the 
                                                          
203
 CCPR/C/21/Rev.1/Add.13, doc. cit., párr. 8. 
204
 Sentencia TPIY en el Asuntos Tadic, 15 julio 1999; y  Sentencia TPIY en el Asunto Blaki, 3 marzo, 
2000, párr. 95-123. Disponibles en www.icty.org/action/cases/4. 
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specific task of performing lawful actions on its behalf, but then the individuals, in 
discharging that task, breach an international obligation of the State […]. In this case, 
by analogy with the rules concerning State responsibility for acts of State officials 
acting ultra vires, it can be held that the State incurs responsibility on account of its 
specific request to the private individual or individuals to discharge a task on its 
behalf”205. Posteriormente, en el 53º periodo de sesiones de la CDI, los Países Bajos 
acogieron como válida la justificación del TPIY y expresaron su opinión acerca de que 
el artículo 8 Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado también podía dar 
cabida a los supuestos en los que el Estado ejerce un grado de control más laxo que el 
que puede ser considerado como `control efectivo´206. 
 
La duda que plantea el razonamiento del TPIY se halla en que puede llegar a 
considerarse como `actuar en el lugar del Estado´207 . Acogiéndose a  la fórmula que 
propone A.G. Moreno, basada en el objetivo de garantizar el mayor grado de protección 
para las víctimas208, parece correcto afirmar que “uno o más Estado, son responsables 
internacionalmente cuando controlan, dirigen o simplemente instruyen la labor de una 
[EMSP], es decir, cuando se benefician de la labor que ésta desempeña”209.  Que el uso 
de EMSP conlleva una serie de beneficios respecto del uso de fuerzas regulares de los 
estados ha sido tratado ya por numerosos autores210, por ello puede considerarse que 
España si obtiene un beneficio de estas empresas. A tales efectos solo hace falta leer el 
inicio de la exposición de motivos del RD1628/2009 donde queda constancia de que la 
Operación Atalanta de la Unión Europea211, en la que participa España desde el 23 de 
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 Sentencia TPIY en el Asuntos Tadic, 15 julio 1999, párr. 119. 
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 “Complace a los Países Bajos tomar nota de que la expresión “dirección o control” permite la 
aplicación tanto de la norma estricta del “control efectivo” empleada por la Corte Internacional de 
Justicia en el caso relativo a Nicaragua, como una norma más flexible, aplicada por la Sala de 
Apelaciones del Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia en el caso Tadic. Esta ambigüedad 
intrínseca es un elemento positivo y ofrece posibilidades de desarrollo progresivo de las normas jurídicas 
relativas a la responsabilidad de los Estados”, Comentarios y observaciones recibidos de los gobiernos, 
A/CN.4/SER.A/2001/Add.1, Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, Vol. II, 1ª parte, , 2001, 
p. 54. 
207
 “…a task on its behalf”; Sentencia TPIY en el Asuntos Tadic, op .cit. 
208
 MORENO FERNÁNDEZ, Abel G.; “La atribución al Estado…, op. cit., p.31. 
209
 SAURA ESTEPÀ, Jaume; “Las empresas militares…, op. cit., p.16. 
210
 Aunque la mayoría de los autores que han escrito sobre EMSP se refieren a esta cuestión, resulta 
especialmente recomendable su tratamiento en LABOIRE IGLESIAS, Mario Ángel;  La privatizameción 
de… op. cit., pp.119-125; y POZO SERRANO, Pilar: “El uso de compañías militares… op. cit., pp. 225-
237. 
211
 Su puesta en marcha se hizo a través de la Acción Común 2008/851/PESC del Consejo de la UE, 10 de 
noviembre de 2008,  relativa a la Operación Militar de la Unión Europea destinada a contribuir a la 
disuasión, prevención y la represión de los actos de piratería y del robo a mano armada frente a las costas 
de Somalia y Decisión 2008/918/PESC del Consejo de la UE, 8 de diciembre de 2008, sobre el inicio de 
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enero de 2009212,  no resultó por si sola suficiente para evitar nuevos ataques a 
embarcaciones españolas. Para paliar esa inseguridad, se optó por la opción de autorizar 
la prestación de servicios de seguridad privada con armamento a bordo de las 
embarcaciones en riesgo de sufrir actos de piratería o asaltos a mano armada. No 
debemos olvidar que el Estado, a través de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, tiene el 
mandato legal de  “auxiliar y proteger a las personas y asegurar la conservación y 
custodia de los bienes que se encuentren en situación de peligro por cualquier 
causa”
213
. De este modo puede afirmarse que España necesita de las ESPEBE para 
cumplir con las obligaciones que le impone su propio derecho interno. 
 
 
4.2.3. Comportamiento por ausencia de autoridades oficiales o por hechos 
de agentes `por necesidad´. 
 
La razón por la cual resulta oportuno proceder al análisis de este precepto es que, si bien 
hasta el momento, las ESPEBE han actuado de forma paralela a las diversas misiones 
internacionales establecidas para hacer frente a los actos de piratería y asalto  en las 
costas de Somalia, nada impide que este supuesto se pueda dar allí donde no existen 
estas misiones214. Como ha quedado dicho en el apartado relativo al análisis del 
fenómeno de la piratería marítima en los últimos años, mientras que el numero de 
ataques en la zona próxima a Somalia –que fueron los detonantes de la adopción de la 
medida que autorizó la contratación de ESPEBE- se encuentra en descenso, el número 
de casos en el Mar de la China Meridional y el Oeste de África se incrementan, de modo 
que sería posible que se utilizasen los servicios de las ESPEBE también en estas zonas.  
 
                                                                                                                                                                          
la Operación militar de la Unión Europea destinada a contribuir a la disuasión, a la prevención y a la 
represión de los actos de piratería y el robo a mano armada frente a las costas de Somalia. 
212
 “En consecuencia, el Consejo de Ministros ordenó la misión mediante acuerdo de 23 de enero de 
2009, según el cual España contribuiría a ‘Atalanta’ con un contingente máximo integrado por dos 
buques, un avión de patrulla marítima y hasta 395 efectivos.” Extracto de la sección sobre la Misión 
Atalanta de la página web del Ministerio de Defensa de España 
(http://www.defensa.gob.es/areasTematicas/misiones/enCurso/misiones/mision_09.html). 
213
 Art. 11.1.b), Ley Orgánica 2/1986, op. cit. 
214
 De hecho, la  normativa introducida el Real Decreto 1628/2009 y en la Orden PRE/2914/2009 emplea 
la formula `en aguas en la que exista grave riesgo para la seguridad de las personas o de los bienes, o 
para ambos´.  
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De esta manera queda patente que existen otras aguas en la que el riesgo es latente, por 
lo tanto podría otorgarse autorización para el uso de ESPEBE a los armadores de los 
pesqueros y mercantes españoles que realizan su actividad en el Oeste de África.  
 
En tal situación, y de resultar inexistente una misión de la Armada Española en esas 
aguas o bien una misión internacional en la que participe España, si se produjese un 
ilícito internacional por parte de una ESPEBE, podría aplicarse el artículo 9 del 
Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado. Este artículo establece que: 
 
“Se considerará hecho del Estado según el derecho internacional el comportamiento de 
una persona o de un grupo de personas si esa persona o ese grupo de personas ejerce de 
hecho atribuciones del poder público en ausencia o en defecto de las autoridades oficiales 
y en circunstancias tales que requieren el ejercicio de esas atribuciones.” 
 
Sin embargo, cabe recordar que este precepto fue ideado para dar respuesta a las 
situaciones de “revolución, conflicto armado u ocupación militar”215 tal y como se pone 
de manifiesto en el comentario al artículo 9 del Proyecto de Artículos sobre 
Responsabilidad del Estado: 
 
 “El principio en que se funda el artículo 9 obedece en parte a la antigua idea de la 
insurrección popular, la legítima defensa de los ciudadanos en ausencia de fuerzas 
regulares”216 
 
La cuestión que debería plantearse a continuación es en que medida el evitar un asalto 
pirata podría hallar cabida en los conceptos `revolución´, `conflicto armado´ u 
`ocupación militar´, lo cual supondría sin lugar a dudas un vaciado de significado de 
dichos términos. Pero sin embargo, el Informe de la CDI deja abierto un resquicio al 
emplear la expresión “legítima defensa de los ciudadanos en ausencia de fuerzas 
regulares”217. 
 
 
 
 
 
                                                          
215
 GUTIÉREZ ESPADA, Cesáreo; El hecho ilícito… op.cit., p. 89. 
216
 Informe de la CDI, 53º periodo… doc.cit., comentario 2º al art. 9. Incluido en 
A/CN.4/SER.A/2001/Add.1, doc.cit. Vol. II, 2ª parte, 2001, p. 49. 
217
 Ibid. 
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4.3. Reconocimiento de los actos como propios. 
 
El artículo 11 del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado cierra el 
Capítulo II del mismo. Se trata de una norma supletoria que solo entraría en juego en los 
supuestos en que los preceptos anteriormente tratados no fuesen aplicables. En él se 
establece que:  
 
“El comportamiento que no sea atribuible al Estado en virtud de los artículos precedentes 
se considerará, no obstante, hecho de ese Estado según el derecho internacional en el caso 
y en la medida en que el Estado reconozca y adopte ese comportamiento como propio”. 
 
En la base de este precepto se encuentra el principio de soberanía del Estado. De este 
modo, si un Estado decide de manera unilateral atribuirse como propios unos 
determinados actos, esto tiene efectos en el resto de la Sociedad Internacional.  
 
Hay que recordar que solo los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros de 
relaciones exteriores tienen capacidad para obligarse a su  Estado internacionalmente218. 
Ello implica que deba de ser alguna de estas figuras la que lleve a cabo el 
reconocimiento en virtud de este artículo 11 del Proyecto de Artículos sobre 
Responsabilidad del Estado. Así mismo, resulta necesario mencionar que el 
reconocimiento no tiene porqué consistir en una acto formal del Estado o declaración 
pública en rueda de prensa convocada únicamente con el fin de expresar la voluntad de 
atribuirse los hechos, sino que puede deducirse del modo en que el Estado actúa. Así lo 
entendió el Tribunal Internacional de Justicia en el Asunto de la Embajada de Estados 
Unidos en Teherán, considerando que las declaraciones hechas por las diferentes 
autoridades iraníes a los medios de comunicación, y en especial las del Ayatollah 
Jomeini, en apoyo a la toma de la Embajada suponían un reconocimiento de los hechos 
como actos de Estado219. Pese a esto, en los comentarios de la CDI al precepto, se 
requiere que la declaración debe ser inequívoca (atendiendo a los requisitos de 
publicidad y notoriedad)220.  
 
Finalmente, resulta necesario aclarar que este artículo 11 del Proyecto de Artículos 
sobre Responsabilidad del Estado solo comporta efectos en el campo de la atribución 
                                                          
218
 Art.7.2 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 23 de mayo 1969. 
219
 STIJ, Asunto de la Embajada de Estados Unidos en Teherán, 24 de mayo de 1980, párr. 71-74. 
220
 A/CN.4/SER.A/2001/Add.1, doc.cit. pp. 52 y 53, párr. 4 y 8. 
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del comportamiento al Estado, sin que pueda comportar de manera directa el 
reconocimiento de la ilicitud de los actos221. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
221
 Ibíd. 
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5. Elemento objetivo de la responsabilidad: el ilícito internacional. 
 
 
Como ha quedado reflejado en la introducción, el hecho internacionalmente ilícito debe 
consistir en una acción u omisión cuya producción constituya una vulneración de una 
obligación internacional222. Lo que debe entenderse por `vulneración de una obligación 
internacional´ se describe en el artículo 12 del Proyecto de Artículos sobre 
Responsabilidad del Estado. Dicho artículo establece que: 
 
“Hay violación de una obligación internacional por un Estado cuando un hecho de ese 
Estado no está en conformidad con lo que de él exige esa obligación, sea cual fuere el 
origen o la naturaleza de esa obligación” 
 
En otras palabras, la vulneración existe cuando el Estado no cumple con los deberes que 
le han sido impuestas de acuerdo a las normas del derecho internacional, ya sea porque 
tales obligaciones emanan de normas consuetudinarias o bien por que el Estado ha 
prestado su consentimiento a obligarse223. A los efectos de la responsabilidad del 
Estado, el  incumplimiento de una obligación internacional resulta relevante con 
independencia de si se haya o no tipificada por el derecho interno del Estado224.  
 
El presente apartado pretende realizar un análisis de las obligaciones internacionales 
que el Estado español podría estar incumpliendo mediante la autorización a los patrones 
y armadores de embarcaciones pesqueras y mercantes, de contratar a EMSP. Además, 
hay que tener en cuenta que, dichas empresas, pueden hacer uso de armamento bélico, 
en caso de que así lo aconseje el grado de peligrosidad que se atribuya a la zona donde 
se desarrolla la navegación225. En primer lugar se barajará la posibilidad de que, con 
tales actividades, el Estado español esté incumpliendo la prohibición relativa al 
reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios. Además 
de analizar dicho mandato,  concretamente, se intentara determinar en qué medida 
                                                          
222
 Art. 2. b), Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado. 
223
 Art. 13, Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado. 
224
 Art. 3, Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado. 
225
 Art.81.1.c.9 del Real Decreto 2364/1994, de 9 de diciembre, relativo al Reglamento de Seguridad 
Privada, modificado por el  Real Decreto 1628/2009, de 30 de octubre. 
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resulta posible considerar a las ESPEBE como una forma de mercenariado. 
Seguidamente, se evaluará el encaje que tales medidas de seguridad tienen en la 
Sociedad Internacional, puesto que uno de sus principios rectores es -precisamente-  la 
prohibición de la amenaza y el uso de la fuerza. En último lugar, se tratará la cuestión 
concerniente a las violaciones de derechos humanos en los que dichas empresas -o sus 
miembros- puedan incurrir durante el tiempo en que prestan los citados servicios de 
protección a las embarcaciones. Como parte de este estudio,  se sopesaran las 
posibilidades de considerarlas como vulneración de los tratados internacionales de 
protección de derechos humanos de los que España es parte, atendiendo a la existencia 
de jurisdicción por parte de España y la ausencia de medidas adecuadas para evitar que 
tales violaciones acaezcan y sean jurídicamente perseguidas. 
 
 
5.1. Empresas militares y de seguridad privada y mercenarios. 
 
5.1.1. La prohibición del empleo de mercenarios. 
 
El empleo de mercenarios es una práctica considerada ilícita por diversos Estados, por 
este motivo existen dos convenios internacionales prohibiendo el uso o fomento de tales 
actividades. El primero de estos convenios tiene vocación de universalidad,  tal y como 
se desprende del hecho de haber sido negociado y aprobado en el seno de las Naciones 
Unidas. Se trata de la Convención Internacional contra el Reclutamiento, la Utilización, 
la Financiación y el Entrenamiento de Mercenarios de 1989 (en adelante Convención 
Internacional sobre Mercenarios). Por otra parte, existe también en el ámbito regional 
africano, la Convención de la Organización para la Unión Africana (OUA) para la 
Eliminación del Mercenarismo en África, de 1977. Atendiendo al hecho de que España 
no es parte en ninguno de estos convenios, se plantea la necesidad de establecer si las 
prohibiciones contenidas en tales textos tienen la consideración de normas de carácter 
consuetudinario. A tales efectos, del contenido del artículo 38 del Estatuto del Tribunal 
Internacional de Justicia (en adelante TIJ) puede extraerse que una norma es 
considerada consuetudinaria cuando constituye la prueba de una práctica general 
aceptada como derecho. 
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Sobre la cuestión inherente al carácter consuetudinario de la prohibición del 
mercenariado, la doctrina ha puesto de manifiesto la disparidad de opiniones al respecto. 
El argumento de aquellos que niegan dicho carácter se centra en el hecho de que las 
discusiones acerca de la redacción de la Convención Internacional sobre Mercenarios 
estuvieron marcadas por la situación de Guerra fría existente en aquellos años226. Sin 
embargo desde otros sectores doctrinales se defiende lo contrario alegando que  “la 
Declaración [2625 (XXV) de la Asamblea General, de 24 de octubre] de 1970 
representó un cambio de perspectiva en el Derecho internacional, los mercenarios se 
convirtieron en actores fuera de la ley”227. Además, debe tenerse en cuenta que la 
Asamblea General de Naciones Unidas, en la resolución que establecía la comisión para 
la elaboración de la Convención Internacional sobre Mercenarios228, llegó a reconocer 
que “las actividades de los mercenarios son contrarias a principios fundamentales de 
derecho internacional”, y por tal motivo cabía entender que, por lo menos su utilización 
(si no así su reclutamiento, financiación y entrenamiento) es un acto contrario al 
derecho internacional. 
 
En lo relativo al contenido de esta prohibición, según la Convención Internacional sobre 
Mercenarios, el delito de mercenariado puede ser cometido tanto por los propios 
mercenarios229, como por cualquier persona que reclute, utilice, financie o entrene 
mercenarios230; así como por las personas que sean cómplices de tales actos231.  Por su 
parte, la Convención de la OUA coincide con la Convención Internacional sobre 
Mercenarios en cuanto a los sujetos que pueden cometer dicho delito232, y concreta aún 
más los actos que se incluirían dentro de las categorías de “reclutar, utilizar, financiar o 
entrenar”.  De este modo, entrarían dentro del delito de mercenariado tanto “el 
                                                          
226
 Sobre esta cuestión véase BALLESTEROS MOYA, Vanessa; “Las empresas militares y de seguridad 
privadas como entidades que ejercen prerrogativas públicas a efectos de la responsabilidad internacional 
del estado”, Revista Electrónica de Estudios Internacionales, Núm. 25, 2013, p.18. y LABOIRE 
IGLESIAS, Mario Ángel; “La controvertida contribución de las empresas militares y de seguridad 
privadas (EMSP) a la resolución de conflictos” en Los actos no estatales y la seguridad internacional: su 
papel en la resolución de conflictos y crisis, Cuadernos de Estrategia, Ministerio de Defensa, Núm. 147, 
2010, pp.111-112. 
227
 ABRISKETA, Joana; “Blackwater: Los mercenarios y el derecho internacional”, FRIDE (Fundación 
para las Relaciones Internacionales y el Diálogo Exterior), 2007, p.4. Disponible en 
http://www.fride.org/publicacion/254/blackwater:-los-mercenarios-y-el-derecho-internacional 
228
 A/RES/35/48, relativa a la Elaboración de una convención internacional contra el reclutamiento, la 
utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios, de 4 de diciembre de 1980. 
229
 Art.3, Convención Internacional sobre Mercenarios; y art. 2.b), Convención de la OUA. 
230
 Art. 2, Convención Internacional sobre Mercenarios. 
231
 Ibid., art 4.b). 
232
 Art. 2, Convención de la OUA. 
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alojamiento, organización, financiación” como “la asistencia, equipación, 
entrenamiento, promoción y el apoyo en el uso de bandas de mercenarios”. La 
prohibición resulta también extensiva a los Estados233, y a tales efectos la Convención 
de la OUA resulta ser más clara puesto a que se refiere concretamente a los Estados que 
permiten llevar a cabo las actividades propias del mercenariado en lugares bajo la 
jurisdicción del Estado, así como el facilitar el tránsito y el transporte de los mismos234. 
Por otro lado, no solo la consumación del delito resulta punible, sino que la  tentativa 
también lo es235, aunque la Convención de la OUA solo se refiere a la tentativa en 
relación con el sujeto particular que pretenda ser mercenario236.  
 
 
5.1.2. La equiparación de las empresas militares y de seguridad privada a 
los mercenarios. 
 
Para establecer si las EMSP pueden ser equiparadas al mercenario debemos primero de 
todo definir que son las EMSP. El Grupo de Trabajo sobre la utilización de mercenarios 
como medio de violar los derechos humanos y obstaculizar el ejercicio del derecho de 
los pueblos a la libre determinación define a las EMSP en los siguientes términos:  
 
“Empresas privadas que prestan todo tipo de servicios de asistencia de seguridad, 
entrenamiento, abastecimiento y asesoría, incluido el apoyo logístico no armado, los 
guardas de seguridad armados y los que intervienen en actividades militares defensivas u 
ofensivas”237. 
 
Sin embargo la definición de mercenario que se contiene en la Convención 
Internacional sobre Mercenarios, y que recoge también Convención de la OUA, es 
mucho más restrictiva. En ambos tratados, sus respectivos  artículo 1 enumeran los 
requisitos que ha de cumplir un combatiente para ser considerado mercenario. Estos 
requisitos tienen carácter acumulativo y pueden resumirse en los siguientes: 
 
                                                          
233
 Art. 5, Convención Internacional sobre Mercenarios. 
234
 Art 2.c), Convención de la OUA. 
235
 Art. 4.a), Convención Internacional sobre Mercenarios. 
236
 Art. 2.b) Convención de la OUA. 
237
 A/HRC/4/42, Informe del Grupo de Trabajo sobre la utilización de mercenarios como medio de violar 
los derechos humanos y obstaculizar el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación, de 7 
de febrero de 2007, párr.3. 
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• Especialmente reclutado para combatir en un conflicto armado o para participar 
en un acto de violencia referido al derrocamiento de un gobierno o socavamiento 
del orden constitucional o de la integridad de un Estado; 
• Haber recibido promesa de una compensación económica elevada, en 
comparación  a la que obtendrían las fuerzas armadas regulares; 
• No ser ni nacional ni residente de una de las partes en conflicto; 
• No ser miembro de las fuerzas armadas; y 
• No haber sido enviado en misión oficial como miembro de las fuerzas armadas 
por un Estado no parte en el conflicto. 
 
Resulta necesario entonces analizar si las EMSP, y más concretamente las ESPEBE, 
cumplen con estos requisitos. En primer lugar, queda claro que las ESPEBE no se 
encuentran prestando servicios de seguridad bajo la consideración de `misión oficial´, 
puesto que son los particulares los que contratan sus servicios y no el Estado español. 
Siendo así, es bien sabido que la consideración de `oficial´ solo puede emanar de un 
órgano que tenga tal carácter. En segundo lugar,  tal y como se expone más adelante, 
formalmente, el derecho español no considera a las EMSP como parte de las fuerzas 
armadas, aunque podrían tener tal consideración en la medida en que participan de la 
política de defensa del Estado238. Además, para ser equiparada a los mercenarios, la 
ESPEBE debería ser una empresa extranjera (no española), sin sucursales en España y 
que no emplease a españoles en las labores de seguridad a bordo de los buques 
españoles.  Sin embargo, la principal complejidad reside en los requisitos referidos a la 
`retribución elevada´ y la `finalidad con la que son contratados´.  Respecto a la primera, 
como ya dijese el relator especial para el uso de mercenarios en 1997, “los contratos 
que las empresas privadas de asesoramiento militar, adiestramiento y seguridad firman 
con los estados y el personal que trabaja para ellos, aun teniendo formación militar y 
salarios elevados, no pueden considerarse estrictamente pertenecientes al ámbito 
jurídico del estatuto de mercenario”239. En otras palabras, es difícil determinar qué 
debe entenderse por “retribución material considerablemente superior  a la promedia o 
                                                          
238
 Ver apartado 3.1. de este trabajo. 
239
 E/CN.4/1997/24, Informe sobre la cuestión de la utilización de mercenarios como medio de violar los 
derechos humanos y de obstaculizar el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación, 
presentado por el Relator Especial, Sr. Enrique Bernales Ballesteros, en cumplimiento de la resolución 
1995/5 y de la decisión 1996/113 de la Comisión de Derechos Humanos, 20 de febrero de 1997, p. 32. 
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abonada a los combatientes de grado y funciones similares en las fuerzas armadas”240. 
Además la cuestión se complica aún más al constatar que en ocasiones el salario de los 
empleados de las EMSP puede superar los 10.000€ mensuales mientras que en otras a 
duras penas llega a los 1.000€241. Finalmente, la complejidad se torna máxima en el 
momento de dar cabida a la actividad de las ESPEBE en el objeto de la actividad del 
mercenario. Esto es así debido al hecho de que los convenios hacen referencia a los 
casos en que los mercenarios son reclutados para un acto violento o conflicto armado 
concreto, quedando fuera los contratos de larga duración  que no pueden enmarcarse en 
ninguna de estas situaciones. Tal sería el caso de la prestación de servicios de seguridad 
en los buques de pabellón español por las ESPEBE242. 
 
De este modo, tal y como  ha sido expuesto por la doctrina243, resulta muy complicado 
dar cabida a la actividad de cualquier EMSP en el concepto de `mercenario´. Ante esta 
situación, el Grupo de Trabajo sobre Mercenarios ha optado por desasociar estos dos 
conceptos y reconocer que las  EMSP están ocupando el lugar que tradicionalmente les 
correspondía a los mercenarios244.  
 
 
5.2. Prohibición del uso de la fuerza. 
 
El principio de prohibición del uso de la fuerza es una de las normas internacionales 
que a simple vista podría parecer que incumple España al autorizar a las ESPEBE a 
emplear armas de guerra en sus actividades245. Sin embargo resulta necesario recordar 
                                                          
240
 Art. 1.1.b), Convención Internacional sobre Mercenarios.   
241
 NÚÑEZ VILLAVERDE, Jesús A.; “Privatización e internacionalización del uso de la fuerza: los 
mercenarios como lacra del marco de seguridad del siglo XXI” en Politica y derecho ante el fenómeno de 
las empresas militares y de seguridad privada, J. M. Bosch Editor, Barcelona, 2009, p.77. 
242
 ABRISKETA, Joana; “Blackwater: Los mercenarios y el derecho… op.cit. p.8.   
243
 Vease, por ejemplo, BALLESTEROS MOYA, Vanessa; “Las empresas militares..., op. cit., p.13; 
GOMEZ DEL PRADO, José Luis; “Private military and security companies and the UN Working Group 
on the Use of Mercenaries”, Journal of Conflict and Security Law, Oxford University Press, Vol. 13, 
Núm. 3, 2009, p. 440; LABOIRE IGLESIAS, Mario Ángel; “Empresas de seguridad, mercenarios y 
derecho internacional humanitario”. Instituto Español de Estudios Estratégicos, Vol. 160, 2013, pp. 265-
273; SAURA ESTEPÀ, Jaume; “Las empresas militares y de seguridad privada ante el derecho 
internacional de los derechos humanos: su actuación en el conflicto Iraquí”, Revista Electrónica de 
Estudios Internacionales, Núm. 19, 2010, pp.8-9. 
244
 A/HRC/7/7, Informe del Grupo de Trabajo sobre la utilización de mercenarios como medio de violar 
los derechos humanos y obstaculizar el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación, de 9 
de enero de 2008, pár. 25. 
245
 Es necesario recortar que la Carta de las Naciones Unidas prohíbe el uso de la fuerza en las relaciones 
internacionales por ser contrario a los propios fines de la Carta de las Naciones Unidas. Así se establece 
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que la propia Carta de las Naciones Unidad recoge una serie de excepciones a este 
principio, entre las que se encuentra la facultad del Consejo de Seguridad para autorizar 
su uso cuando cuales quiera otro tipo de medidas no garanticen un eficaz 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacional246.  
 
Haciendo uso de la competencia referida, el 2 de junio de 2008, el Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas aprobó la resolución 1816 en la que se permite a los 
Estados llevar a cabo dos clases de medidas que, de no existir esta resolución, estarían 
prohibidas por el derecho internacional. La primera de ellas se refiere a la autorización 
para entrar “en aguas territoriales de Somalia con el fin de reprimir actos de piratería y 
robo a mano armada en el mar, en forma compatible con las acciones de esa índole 
permitidas en alta mar respecto de la piratería con arreglo a las disposiciones 
pertinentes del derecho internacional”247. En segundo lugar, el Consejo de Seguridad 
de Naciones Unidas otorgó autorización para hacer uso de la fuerza en tales casos248. 
Estas dos medidas requirieren tan solo dar aviso previo al Gobierno Federal de 
Transición Somalí, de su realización, lo cual implica que no se requiere  autorización 
previa alguna de Somalia. Aunque en la resolución establecía un periodo de validez de 
seis meses, tales medidas se han ido prorrogando por periodos de doce meses mediante 
las resoluciones 1851 (2008), 1897 (2009), 1950 (2010), 2020 (2011), 2072 (2012) y 
2125 (2013)249. 
 
Resulta necesario remarcar el hecho de que estas resoluciones se refieren únicamente a 
los actos de piratería y asalto a embarcaciones dentro de las aguas de Somalia, mientras 
que el Real Decreto 1628/2009, y toda la normativa que de él se desprende, hacen 
                                                                                                                                                                          
en el art 2.4 de la Carta de las Naciones Unidas en relación al art.1.1, y se reitera en las resoluciones 
A/RES/25/2625 (referido a la Declaración sobre los principios de Derecho Internacional referente a las 
relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas, de 24 de octubre de 1970) y A/RES/29/3314 (relativa a la Definición del término Agresión, de 14 
diciembre de 1974).  Además puede considerarse que esta prohibición  ha adquirido el carácter de norma 
internacional consuetudinaria. Vid. TARDIF, Enric; “Teoría y práctica del uso legítimo de la fuerza en la 
comunidad internacional: evolución durante el último siglo y tendencias recientes”, Estudios 
internacionales: Revista del Instituto de Estudios Internacionales de la Universidad de Chile, Núm. 170, 
2011, pp. 83-87. 
246
 Art. 42, Carta de las Naciones Unidas. 
247
 S/RES/1816 (2008), doc. cit. ONU, párr.7.a). 
248
 Ibíd., párr.7.b). 
249
 S/RES/1851 (2008), de 16 de diciembre de 2008, párr.6,  S/RES/1897 (2009), de 30 de noviembre de 
2009, párr.7, S/RES/1950 (2010), de 23 noviembre de 2010, párr.7, S/RES/2020 (2011), de 22 de 
noviembre de 2011, párr.9, S/RES/2072 (2012), de 31 octubre de 2012, párr.12 y S/RES/2125 (2013), de 
18 de noviembre de 2013, párr.12. Todas relativas a la situación en Somalia. 
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referencia a cualesquiera “aguas en las que exista grave riesgo para la seguridad de las 
personas o de los bienes, o para ambos”250.  De este modo, si se autoriza a barcos que 
faenan fuera de las aguas territoriales de Somalia a llevar a bordo una ESPEBE, 
autorizada a su vez a hacer uso de armamento bélico, ello contraviene el principio de 
prohibición del uso de la fuerza.  
 
A tenor de esta resolución, es preciso recordar que según el artículo 101 de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar son susceptibles de ser 
considerados como actos de piratería “todo acto ilegal de violencia o de detención o 
todo acto de depredación cometidos con un propósito personal por la tripulación o los 
pasajeros de un buque privado o de una aeronave privada” dirigidos contra buques o 
aeronaves o contra las personas o bienes a bordo de los mismos, “en alta mar”251 o “en 
un lugar no sometido a la jurisdicción de ningún Estado”252. A demás, el artículo 105 
de la Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar establece que cualquier 
Estado podrá tomar acciones contra los piratas en aguas internacionales, lo cual 
resultaba insuficiente en 2008 para hacer frente a los numerosos asaltos que venían 
acaeciendo en las  aguas de Somalia.  
 
Por otro lado, debe tenerse en cuenta el  criterio del Tribunal Internacional del Derecho 
del Mar (en adelante TIDM) referente a qué se considera  práctica habitual ante los 
casos de piratería y asalto de embarcaciones. Según el tribunal, en un primer momento 
debe emitirse  una señal de detención, sonora o visual, “Cuando ello resulte 
insuficiente, ciertas medidas pueden ser adoptadas, y entre éstas la de disparar por 
encima del estrave del buque. Únicamente cuando estas medidas resulten insuficientes 
podrá hacerse uso de la fuerza”253. El tribunal realiza esta declaración pese a ser 
consciente, tal y como el mismo manifiesta, de que la Convención de Naciones Unidas 
sobre Derecho del Mar “no contiene ninguna disposición específica que se refiera al 
uso de la fuerza en el caso de apresamiento de buques”254.  Sin embargo, “la 
prohibición de emplear la fuerza armada parece estar concebida para los supuestos en 
los que su uso tiene carácter verdaderamente grave; por lo que se excluye de dicha 
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 Art.81 Real Decreto 2364/1994, op. cit. 
251
 Art 101.a.i., Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar. 
252
 Art 101.a.ii., Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar. 
253
 TIDM, Asunto del buque “Saiga” (Núm.2), San Vicente y las Granadinas c. Guinea, 1 de julio de 
1999, párr. 156. 
254
 Ibíd., par 155. 
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prohibición las ocasiones en las que la fuerza armada se utiliza con una intención 
instrumental o policial que no reviste cierta gravedad”255. Por otro lado, a consecuencia 
de esta afirmación, cabe plantearse la cuestión relativa a cuales son los límites al uso de 
la fuerza que se establecen en tales circunstancias, así como las medidas que tienen que 
adoptar el Estado del pabellón para controlar tales usos de la fuerza. 
 
 
5.3. Violaciones de Derechos Humanos. 
 
Tal y como expone J.L. Gómez del Prado:  
 
“The new security industry of private companies moves large quantities of weapons and 
military equipment. […] However, these individuals cannot be considered as civilians, 
given that they often carry and use weapons, interrogate prisoners, load bombs, drive 
military trucks and fulfil other essential military functions. Those who are armed can 
easily switch from a passive/defensive to an active/offensive role and can commit human 
rights violations and even destabilise governments”256.  
 
Diversos son los delitos que pueden derivarse de la actividad de las ESPEBE, tanto 
respecto a la población civil (ejecuciones sumarias, torturas, trata de personas, tráfico de 
drogas y armas, terrorismo y operaciones paramilitares encubiertas, etc.)257, como de los 
propios empleados de las ESPEBE258. Muchos de estos delitos poseen la categoría de 
violaciones de derechos humanos, establecidos en sendos tratados internacionales. Tal 
sería el caso de las violaciones del derecho a la vida259, vulneraciones de la prohibición 
de torturas y tratos crueles, inhumanos o degradantes260, de la esclavitud o trabajos 
forzados261, del derecho a la libertad y a la seguridad personales262, derecho al goce de 
condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias263, etc.  
 
Los convenios internacionales de producción de derechos humanos fueron ideados para 
evitar que los Estados pasasen por alto los derechos más básicos inherentes a la 
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 SÁNCHEZ PATRÓN, José Manuel, “Piratería marítima, fuerza armada y seguridad privada”, Revista 
Electrónica de Estudios Internacionales, Núm. 23, 2012, pp.5. 
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 GOMEZ DEL PRADO, José Luis; “Private military and …”, op. cit., pp. 435-436. 
257
 SAURA ESTEPÀ, Jaume; “Las empresas militares… op. cit., p. 9-10. 
258
 Ibid., p. 11-12. 
259
 Art.6 PIDCP y 2 CEDH. 
260
 Art. 7 PIDCP y 3 CEDH. 
261
 Art. 8 PIDCP y 4 CEDH. 
262
 Art. 9 PIDCP y 5 CEDH. 
263
 Art. 7 PIDESC. 
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condición de ser humano. De este modo, a priori, tan solo los Estados pueden llevar a 
cabo violaciones de esta clase de derechos,  puesto que es a estos a los que se dirigen las 
obligaciones contenidas en los tratados.  Según el artículo 2 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (en adelante PIDCP), este obliga a los Estados parte a 
respetar y garantizar los derechos reconocidos en el Pacto, así como a adoptar las 
medidas legislativas y jurisdiccionales para hacerlos efectivos. También el artículo 2 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales (PIDESC), en su 
apartado segundo, establece que “Los Estados Partes en el presente Pacto se 
comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian”. En 
términos similares se manifiesta el artículo 1 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos (CEDH), aunque limita el reconocimiento a los derechos y libertades 
contenidos en el Título I del CEDH. 
 
Sin embargo también los Estados pueden resultar responsables cuando sean los 
particulares los que realizan tales violaciones, siempre que dicha violación derive de 
una falta de diligencia por parte del Estado para evitar la comisión, el castigo y la 
reparación de dichas violaciones. Así lo recuerda el Comité de Derechos Humanos:  
 
“El Pacto [PIDCP] no puede considerarse como un sustitutivo del derecho interno penal 
o civil. Sin embargo, las obligaciones positivas de los Estados Partes de velar por los 
derechos del Pacto sólo se cumplirán plenamente si los individuos están protegidos por el 
Estado, no sólo contra las violaciones de los derechos del Pacto por sus agentes, sino 
también contra los actos cometidos por personas o entidades privadas que 
obstaculizarían el disfrute de los derechos del Pacto en la medida en que son susceptibles 
de aplicación entre personas o entidades privadas. Puede haber circunstancias en que la 
falta de garantía de los derechos del Pacto, tal como se exige en el artículo 2, produciría 
violaciones de esos derechos por los Estados Partes, como resultado de que los Estados 
Partes permitan o no que se adopten las medidas adecuadas o se ejerza la debida 
diligencia para evitar, castigar, investigar o reparar el daño causado por actos de 
personas o entidades privadas. Se recuerda a los Estados la relación recíproca entre las 
obligaciones positivas impuestas en el artículo 2 y la necesidad de prever remedios 
eficaces en caso de que se produzca una violación del párrafo 3 del artículo 2”264. 
 
Además, también en materia de violaciones de los derechos humanos y exención de 
responsabilidad, el Grupo de Trabajo sobre Mercenarios, en su informe de 9 de enero de 
2008, aclara que este deber de diligencia del Estado no puede ser eludido mediante la 
subcontratación de las funciones que le  son propios265.  En palabras de SAURA 
ESTEPÀ, “los Estados, a la vez que ceden sus competencias en materia de seguridad a 
                                                          
264
 CCPR/C/21/Rev.1/Add.13, Observación general Nº 31 (2004)  sobre la naturaleza de la obligación 
jurídica general impuesta a los Estados Partes en el Pacto, de 26 de mayo de 2004, párr. 8. 
265
 A/HRC/7/7, doc. cit. ONU, párr. 51. 
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empresas privadas extranjeras, tienen la obligación insoslayable de articular 
mecanismos jurídicos y procesales para establecer la responsabilidad de estas 
empresas. En caso contrario, su inacción genera responsabilidad internacional”266. 
 
Debe resaltarse que dicha obligación de prevenir la vulneración de derechos humanos 
por parte de los particulares, se refiere solo a aquellos derechos que, por su naturaleza, 
puedan ser objeto de violación por personas o entidades de carácter privado. Quedan por 
lo tanto excluidos aquellos derechos que solo pueden ejercerse frente al Estado como 
serían, por ejemplo, el derecho de asociación, la libertad de prensa o el derecho a la 
igualdad ante la ley, entre otros.  
 
 
5.3.1. Fuentes de la obligación: jurisdicción extraterritorial y el régimen 
jurídico de alta mar. 
 
España es parte tanto en el PIDCP, el PIDESC y el CEDH. De este modo debe 
garantizar estos derechos, en términos del PIDCP y el CEDH, `a toda persona bajo su 
jurisdicción´267. Por lo tanto, la cuestión radica en determinar si, ante una violación de 
derechos humanos por parte de los miembros de una ESPEBE, sus víctimas se hallarían 
sujetas a la jurisdicción del Estado Español.  
 
En Título I del Libro I de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, se 
regulan los aspectos referentes a la extensión y límites de la jurisdicción española. De 
manera general, el artículo 21 enuncia el principio de jurisdicción territorial cuya única 
excepción hace referencia a las cuestiones de inmunidad de jurisdicción y de ejecución 
que se contienen en el Derecho Internacional Público. Sin embargo, la jurisdicción 
territorial resulta ampliada en materia penal a los delitos y faltas cometidos “a bordo de 
buques o aeronaves españoles, sin perjuicio de lo previsto en los tratados 
internacionales en los que España sea parte”268. Puesto que la violación de derechos 
humanos se encontraría dentro del ordenamiento penal, resulta correcto afirmar que, en 
virtud del derecho interno, entran en el ámbito de la jurisdicción española las 
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 SAURA ESTEPÀ, Jaume; “Las empresas militares…, op. cit., p. 16. 
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 Nada se dice al respecto en el PIDESC. 
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 Art. 23.1 Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 
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vulneraciones de derechos humanos que fuesen cometidas a bordo de los buques en los 
cuales se encuentran prestando sus servicios las ESPEBE. 
 
En la misma línea, desde la perspectiva del derecho internacional, el artículo 92 de la 
Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar establece que “los buques 
navegarán bajo el pabellón de un solo Estado […] estarán sometidos, en alta mar, a la 
jurisdicción exclusiva de dicho Estado”. Así mismo, el artículo 94.3 de la Convención 
de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar deja en manos del Estado del pabellón la 
adopción de “las medidas necesarias para garantizar la seguridad en el mar”. La 
enumeración expresa que se hace en dicho precepto de lo que puede considerarse como 
seguridad en el mar, se centra en  las cuestiones relativas al riesgo que el barco puede 
representar para la navegación de otros buques, sin hacer referencia alguna a la 
adopción de medidas contra la piratería y los robos (seguridad de la embarcación en el 
mar). Sin embargo, ello no quita para que se trate también de una cuestión de `seguridad 
en el mar´ y por lo tanto, es el Estado del pabellón el que debe encargarse de la 
adopción de tales medidas, respetando todos los aspectos del derecho internacional que 
puedan entrar en juego.   
 
5.3.2. Ausencia de medidas adecuadas  
 
En materia de prevención de violaciones de derechos humanos, la Ley 5/2014, de 4 de 
abril, de Seguridad Privada, en su preámbulo hace referencia al hecho de que lo que 
justifica la mediación de las  Fuerzas y Cuerpos de Seguridad  en el ámbito de la 
seguridad privada (a través de la concesión de licencias) es “la defensa de la seguridad 
y el legítimo derecho a usarla no pueden ser ocasión de agresión o desconocimiento de 
derechos”269. Así mismo, esta justificación se completa mediante el reconocimiento de 
que son la Fuerzas y Cuerpos de Seguridad los que tienen el mandato constitucional de 
proteger los derechos fundamentales de todos los ciudadanos.  
 
Sin embargo, en el articulado de la Ley 5/2014 solo se habla de  la imposibilidad de que 
las empresas de seguridad privada ejerzan este tipo de actividad cuando hayan sido 
                                                          
269
 Sección I del Preámbulo de Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada. 
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condenadas por delitos relacionados con los derechos fundamentales270. Nada se dice 
respecto de los empleados de las mismas; tan solo puede entenderse que se hace una 
referencia implícita del deber de conocer y respetar los derechos humanos al 
establecerse la obligación de que las empres garanticen “la formación y actualización 
profesional del personal de seguridad privada del que dispongan”271. Sin embargo, el 
Reglamento de Seguridad Privada, aprobado por el Real Decreto 2364/1994, de 9 de 
diciembre, si se refiere a los requisitos de dicho personal. En el reglamento se establece 
la prohibición de prestar tales servicios a personas que tengan antecedentes penales272 y 
a aquellos condenados en los mismos términos a los que se refería la Ley 5/2014 
respecto de las empresas273.  
 
Respecto a el modo en que deben prestarse los servicios de seguridad privada, en los 
artículos relativos a las infracciones solo se hace mención de los supuestos en los que se 
“atente contra el derecho al honor, a la intimidad personal o familiar o a la propia 
imagen o al secreto de las comunicaciones”274 sin haber mención alguna a el resto de 
derechos humanos.  
 
Por este motivo, a tenor de lo expuesto en este apartado, parece correcto afirmar que, 
aparentemente existe un déficit de medidas para evitar que se produzcan violaciones de 
derechos humanos por parte de las EMSP. Sin embargo, para establecer la veracidad de 
dicha afirmación, sería necesario ahondar más en la cuestión de los estándares de 
diligencia debida que se exigen en la Sociedad Internacional para la protección de los 
Derechos Humanos -tanto a Estados como a particulares275- en base a  los principios 
generales del derecho internacional público general como a partir de la regulación 
concreta en materia de protección de derechos humanos.  
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 Ibíd., Art.19.1.g). 
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 Ibíd., Art. 21.1.d). 
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 Art. 53.1.c) del Real Decreto 2364/1994, op. cit. 
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 81 
  
 
 
6. Conclusiones.  
 
 
A modo de resumen de los apartados anteriores, podemos afirmar que las gran 
capacidad de las EMSP para adaptarse a las necesidades de sus clientes, es uno de los 
factores clave que explican su auge. Su presencia en áreas inestables incluye también las 
zonas donde la navegación resulta peligrosa, aunque la prestación de servicios 
antipiratería no es el negocio más lucrativo para este tipo de empresas.   
 
Sin embargo, y dado a que en la mayoría de los casos las EMSP prestan sus servicios 
equipados con armas de fuego, la regulación y supervisión de sus actividades es una 
cuestión crucial para garantizar que no se hace un uso excesivo de la violencia, ya se 
trate de operaciones en tierra firme como a bordo de cualquiera tipo de buques. Hasta el 
momento, las iniciativas reguladoras que se han llevado a cabo no son jurídicamente 
vinculantes aunque presentan soluciones para la mayoría de los problemas e 
interrogantes que la actividad de las EMSP suscitan. Aunque algunos de ellos no 
resultarían aplicables al supuesto de hecho que centra  el presente trabajo – la prestación 
de servicios de seguridad en embarcaciones- por estar pensados solo para situaciones de 
conflicto armado, muchas son las voces que abogan por la conversión de estos textos en 
hard law.  Esta tarea lleva años en la agenda de Naciones Unidas pero los trabajos se 
encuentran constantemente con la oposición de diversos estados occidentales por diversas 
razones. En la actualidad el Grupo de Trabajo sobre EMSP está trabajando para intentar una 
respuesta indirecta a las lagunas jurídicas que las EMSP generan, puesto que deberán ser los 
Estados  los encargados de adoptar las medidas necesarias para que estas cumplan con las 
obligaciones concretas, siguiendo las directrices marcadas por el Grupo de Trabajo sobre 
EMSP. Las principales características de dichas pautas pasan por la prohibición de la 
contratación de EMSP para llevar a cabo aquellas funciones que se consideren como 
inherentes al Estado, el abarcar situaciones más allá del conflicto armado y con 
independencia de que los servicios sean contratados por Estados u organizaciones 
internacionales. Por el momento el Grupo de Trabajo sobre EMSP tiene en su agenda de 
trabajo tratar las cuestiones relativas a: 
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• La distinción entre las actividades de las empresas militares privadas y empresas 
de seguridad privada;  
• Las medidas para el registro, autorización y contratación de las EMSP; 
• Garantizar la rendición de cuentas y la prestación de asistencia y recursos para 
las víctimas;  
• La posibilidad de elaborar un marco normativo internacional;  
• Las especificidades de la regulación de las actividades de seguridad privada 
basadas en el mar (incluyendo las cuestiones relativas a jurisdicción y banderas 
de conveniencia e el almacenamiento de armas en el contexto de los "arsenales 
flotantes" en aguas internacionales);  
• El uso de empresas de seguridad privada por las Naciones Unidas;  
• Asegurar que las EMSP respetan la legislación nacional aplicable; y 
• La cooperación internacional entre Estados en cuanto a asuntos legales;  
 
Respecto a la responsabilidad del Estado por los actos ilícitos que pudiesen cometer las 
ESPEBE, en lo referente al elemento objetivo de la responsabilidad -o atribución-, 
puede afirmarse que resultaría factible atribuir a España el comportamiento ilícito de las 
ESPEBE, mediante los criterios de `ejercicio de iure de potestades propias del poder 
público´ y la `doctrina de la responsabilidad de mando´. En el primer caso, esto es así 
debido a que, como se ha demostrado, existe una habilitación legal, acorde con el 
derecho español, para llevar a cabo actuaciones dentro del campo de la seguridad y el 
uso de la fuerza (funciones consideradas inherentes a la soberanía de los Estados, como 
se ha hecho referencia con anterioridad). Resulta preciso matizar que se atribuirían 
conforme a este criterio, los comportamientos que tuviesen cabida dentro del marco de 
la potestad pública delegada, aun cuando se produzcan casos de extralimitación. En 
cuanto a la doctrina de responsabilidad de mando, se entiende que las ESPEBE realizan 
actos dirigidos por el Estado español en la medida en que la regulación española de tales 
actividades pone de manifiesto la existencia de un conjunto de mecanismos 
administrativos que condicionan el ejercicio de las labores de las ESPEBE. Además 
dicha actividad revierte un beneficio para el Estado Español, que se ahorra el conste que 
implica tener que desplegar efectivos de las fuerzas de seguridad regulares para llevar a 
cabo tareas de protección y seguridad para con los buques de pabellón español.  
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Así mismo, mencionar que una interpretación más forzada de las ESPEBE permite 
también  defender la atribución de su comportamiento a España, considerando que estas 
empresas forman parte de los órganos del Estado. Aunque no es el Gobierno español el 
que contrata directamente sus servicios, ni el derecho interno español permite 
considerarlas formalmente dentro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, la 
actividad de las ESPEBE encuentra cabida dentro del ámbito material del 
mantenimiento de la seguridad, lo que las hace partícipes de la política de defensa del 
Estado. 
 
En lo tocante al elemento objetivo de la responsabilidad –o antijuridicidad-, España no 
ha incurrido aún en un hecho internacionalmente ilícito al autorizar a las ESPEBE a 
llevar a cabo tareas de seguridad. Ello no quita que el Estado no sea susceptible de 
cometer un ilícito internacional respecto del deber de prevención de vulneraciones de 
derechos humanos y de la prohibición de hacer uso de la fuerza en un futuro, 
relacionado con tales actividades. 
 
Primeramente, en lo tocante a la prohibición del mercenariado, España está obligada a 
cumplir dicha prohibición, si bien, en materia de reclutamiento, financiación y 
entrenamiento es más difícil probar una práctica generalizada y estable en el tiempo 
referente a su ilicitud. Pese a ello, resulta muy complicado dar cabida a las EMSP 
dentro del concepto de `mercenario´, y más aún a las ESPEBE puesto que en el 
mercenariado quedan fuera los contratos de larga duración en los que no se haga 
referencia al uso activo de la violencia o fuera del marco de los conflictos armados.  
 
En cuanto a la prohibición del uso de la fuerza, no existe vulneración de la obligación 
de abstenerse de su uso, respecto de la actividad de las ESPEBE en aguas del Golfo de 
Adén debido a la existencia de la resolución 1816 (2008) del Consejo de Seguridad. Sin 
embargo, atendiendo al hecho de que el Real Decreto 1628/2009, así como la normativa 
que del mismo se desprende, da pie a que se puedan adoptar tales medidas en 
cualesquiera otras aguas que sean calificadas, unilateralmente por la administración 
española,  como peligrosas. De este modo nos hallaríamos ante una posible vulneración 
del deber de abstenerse de emplear la fuerza. En tales circunstancias sería interesarte 
analizar qué papel jugarían las causas de exclusión de la ilicitud previstas en los 
artículos 20 a 26 del Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado, así como 
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la jurisprudencia del TIDM en su doctrina referida a la exclusión de la prohibición de 
hacer uso de la fuerza en los casos en que esta se ejerce de manera instrumental o 
policial.  
 
En materia de vulneración de derechos humanos, España podría resultar responsable de 
las violaciones de aquellos derechos humanos susceptibles de vulneración por parte de 
los particulares llevadas a cabo por los miembros de las ESPEBE –o por la ESPEBE en 
su conjunto-. Esto es así debido a que el Estado no cumple con su deber de adoptar 
medidas tendientes a prevenir tales violaciones en el marco de la actividad de las 
ESPEBE. Además, dicha responsabilidad resultara posible,  en la medida en que los 
actos tengan lugar a bordo de un buque con pabellón español, puesto que las víctimas se 
encontrarían entonces bajo jurisdicción española, tanto según el derecho interno español 
como por las disposiciones de la Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del 
Mar. 
 
Ahora bien, como expresó PERRIN276 “la responsabilidad del Estado sigue siendo en 
gran medida algo teórico, y raras veces ha sido invocada en la práctica”.  En el campo 
de estudio que centra este trabajo, entre las trabas a dicha aplicación práctica se 
encuentra lo novedoso del fenómeno de las EMSP, y la posibilidad futura de que el 
Estado incurra en hechos ilícitos. Por este motivo, de nuevo se presenta la necesidad de 
determinar el deber de diligencia que resultaría exigible al Estado cuando cede el uso de 
la fuerza a los particulares en la esfera internacional, así como  los estándares de 
diligencia debida que se exigen para la protección de los Derechos Humanos. De este 
modo, sería posible evaluar en qué grado de incumplimiento podría  incurrir España. 
Así mismo, debe hacerse notar que debido a lo novedoso del fenómeno de las EMSP, se 
prevé que exista una escasa regulación de los deberes de diligencia en este campo. En 
tal caso será necesario insistir en la necesidad de dicha regulación atendiendo al 
principio básico de la teoría jurídica, en virtud del cual se establece que las normas 
deben ser adaptadas al valor al que sirve el derecho: la justicia. De otro modo, 
estaríamos aceptando un retroceso en materia de limitar la arbitrariedad de las acciones 
bélicas -o incluso análogas en cierta medida- y de protección de los derechos humanos. 
                                                          
276
 PERRIN, Benjamin, “Promover el cumplimiento del Derecho internacional humanitario por las 
empresas de seguridad y militares privadas”, RICR, Núm. 863, 2006, p. 319.  
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